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Desde principios de la década de los noventa del si-

glo xx la sociedad mexicana ha experimentado 

transformaciones como nunca antes. Su transición 

democrática ha producido una expansión inédita de las ca-

pacidades de la acción ciudadana organizada, institucional 

y de cultura política. Sin embargo, también ha provocado, de 

forma contradictoria, el colapso de sus sistemas de seguri-

dad y justicia, la dilución acelerada de redes comunitarias 

de protección y el protagonismo crecientemente monopóli-

co de las industrias culturales de la información, así como el 

nuevo predominio de poderes fácticos –ya sea legitimados o 

ilegalizados.

Para los efectos de nuestro manual de periodismo, dos 

respuestas sociales a esta realidad compleja dignas de des-

tacar son: 

•	 La alta especialización de organizaciones de la sociedad 

civil en la producción de conocimiento aplicado para com-

prender, medir, responsabilizar, actuar y transformar; así 

como su concurrencia en la conformación de redes, ad-

vocacy e incidencia en manufactura legislativa, políticas 

EN ESENCIA
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públicas y medios de comunicación, y en la formación de 

liderazgos. Todo ello en pro de diversas esferas y dimen-

siones de los derechos humanos. 

•	 La reforma estructural de la justicia y los derechos hu-

manos que desde mediados de los años 2000 ha ido 

germinando, para florecer en una interesante variedad 

normativa que, si bien no se ha materializado lo necesa-

rio, aporta poderosas herramientas de activismo ciuda-

dano y cambio dentro y fuera del ámbito institucional.

Como era predecible, poderes fácticos han obstaculiza-

do y desafiado este proceso histórico. En parte, debido no 

sólo a fenómenos estructurales relacionados con el buro-

cratismo y la verticalidad, la corrupción, el abuso de poder 

y la inoperancia institucionales, sino también a la privati-

zación del espacio público, el relajamiento de la legalidad y 

la indolencia masiva.

La securitización de la vida social y el populismo puniti-

vo, la arbitrariedad desde el poder público, las violaciones a 

derechos humanos y el repunte de la violencia criminal so-

bresalen entre las peores consecuencias de lo anterior al re-

producir, reforzar, invisibilizar y legitimar o negar el estado 

de cosas, aferrándose, paradójicamente, a él.

En tal contexto, la reforma estructural de justicia y dere-

chos humanos, en específico, ha resultado sistemáticamen-

te obstaculizada. Esto, sobre todo, por su filosofía garantista 

que confronta la endogamia institucional y sitúa a las perso-

nas y nuestras comunidades en el centro de las políticas, las 

instituciones y los servicios públicos, incluidos los de la se-

guridad ciudadana y la justicia penal.

Por otra parte, en lo que corresponde a la comunicación 

en un sentido amplio, dichos poderes practican una presión 

creciente hacia el ejercicio del derecho humano a las liberta-

des de expresión y prensa, así como contra el periodismo, a 
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través de los más diversos mecanismos de control, los cuales 

abarcan desde la cooptación hasta la violencia letal.1

A contracorriente, el periodismo profesional ha mostrado 

su importancia para el fortalecimiento democrático y de los 

derechos humanos –sobre todo de las personas en situación de 

víctimas. De ello son muestra elocuente las denuncias perio-

dísticas y el seguimiento noticioso contextual de casos atro-

ces como el largo periodo de feminicidios en Ciudad Juárez, 

Chihuahua (a partir al menos de 1993); la masacre de Ac-

teal, Chiapas (1997); la represión de Atenco, Estado de Mé-

xico (2006); las dos masacres de San Fernando, Tamaulipas 

(2010 y 2011); los asesinatos de Tlatlaya, Estado de México 

(2014); la desaparición de 43 estudiantes en Iguala, Guerre-

ro (2015); los asesinatos de Tanhuato, Michoacán, o la repre-

sión en Nochixtlán, Oaxaca (2016), que marcan más de dos 

décadas.

Sin embargo, en general, el subsistema mediático noticio-

so, predominantemente corporativo, exhibe no sólo una in-

quietante empatía con visiones y expresiones autoritarias de 

la seguridad, la justicia penal y el ejercicio del poder público, 

sino también un enorme rechazo o indiferencia al cambio. Lo 

anterior lo distancia del proceso de cambio hasta confinar al 

periodismo a un estado de obsolescencia en términos de utili-

dad social. Dos hechos recientes muestran esto último (y por 

ello la pertinencia y oportunidad de la propuesta de periodis-

mo contenido en estas páginas), lo que renueva, aunque de 

forma dolorosa, el espíritu y la energía que mueven nuestro 

activismo por la profesionalización del periodismo policial y 

judicial con enfoque de derechos humanos y legalidad.

El primero es la cobertura noticiosa de la muerte violen-

ta de Stephanie Magón, ciudadana colombiana de 23 años, 

1  Para comprender esto en su real dimensión es de lectura obligada Guerrero y 
Márquez-Ramírez (2014). 
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ocurrida en agosto de 2016 en la Ciudad de México. Some-

tida a los cánones más descarnados del infoentretenimien-

to, su cuerpo desnudo yacente en el pavimento fue exhibido 

a través de una fotografía que habría sido tomada y distri-

buida por personal de la Secretaría de Seguridad Pública de 

la Ciudad de México, la cual tenía la obligación legal de pro-

tegerla. Además de que la Procuraduría General de Justicia 

de la entidad habría revelado de forma ilegal un cúmulo de 

informaciones que violentan su dignidad y la de su familia, 

así como su privacidad, sus datos personales y su memoria, 

al empeñarse en desacreditarla. Los medios noticiosos utili-

zaron información cuya filtración está sancionada legalmente 

e implica la violación de derechos humanos, y que no es de 

interés público, presentándola como la verdad jurídica, no 

obstante que provenía de la Procuraduría mencionada.2

El segundo hecho es la muerte violenta de la persona a 

la que los medios llamaron “Óscar” (Mazatlán, Sinaloa, sep-

tiembre, 2016), que fue transmitida en tiempo real por el sitio 

digital Reporteros Asociados, desde la plataforma de Face-

book Live, y registrada en fotografías y videos reproducidos 

por decenas de medios noticiosos a lo largo del país.

El manejo mediático de ambos sucesos –inaceptable éti-

camente– nos recuerda la nula empatía del periodismo in-

dustrializado con las personas en situación de víctimas, así 

2  “Del éxtasis a la muerte” (Nieto, 2016a) tal vez sea la pieza que resume el grado 
de afectación contra la dignidad humana que puede ejercerse desde los medios de 
comunicación industriales hacia las personas en situación de víctimas, y en 
particular hacia Stephanie. Lo anterior porque esta cobertura noticiosa formulaba 
especulaciones acerca de las causas de la muerte de Magón y la ridiculizaba, 
aparte de que daba por ciertas y concluyentes versiones de la Procuraduría 
General de Justicia de la Ciudad de México, sin verificarlas ni relativizarlas, y 
sin cuidarse de precisar al lector, por razones de veracidad, que no constituían 
la verdad jurídica (es decir, que no eran cosa juzgada, sino apenas versiones 
de una de las partes implicadas, provenientes, en el mejor de los casos, de una 
investigación ministerial en curso). Este tipo de contenidos son violatorios de la 
Ley General de Víctimas y de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia, las cuales prevén sanciones para los medios responsables de 
su publicación (Artículos 115 y 42, respectivamente).
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como su dinámica maquiladora espectacularizante de las 

tragedias, su alejamiento de los intereses de su comunidad y 

ese estado de anquilosamiento que le impide servir al ejerci-

cio ciudadano del derecho a la información.

¡Protejamos a las víctimas! Manual de nuevo periodismo judi-

cial, con enfoque garantista es una propuesta sencilla y accesible 

–entre otras posibles– de ejercicio útil y socialmente respon-

sable del periodismo policial y judicial, comprometida con la 

defensa, protección y respeto de los derechos humanos de 

las personas en situación de víctimas, y en especial de las niñas 

y mujeres. También es una manera amigable de motivarnos, 

que busca aportar recursos e ideas para remontar ese ánimo de 

conformismo, derrota o adaptación predominante en gran par-

te del gremio periodístico –debido a presiones de los poderes 

fácticos e institucionales, políticas editoriales y laborales perju-

diciales, y nuestro frecuente alejamiento del interés general y 

los problemas colectivos.

Este es un postulado contra la nota roja y el infoentretenimien-

to, basado en las leyes y ciertos referentes deontológicos inter-

nacionales de la profesión periodística. Su mensaje esencial 

propone ver a las personas que protagonizan los hechos de in-

terés público relativos a la violencia y el delito (en especial a 

aquellas en situación de víctimas) como sujetos de derechos 

humanos y que, blindadas por estos derechos, las presente-

mos en las noticias. Para ello precisamos de una filosofía pe-

riodística y una caja de herramientas que nos permitan entender 

y complejizar aspectos de la realidad que afectan a las perso-

nas y los grupos sociales, alterando para siempre sus vidas, 

para así dar cuenta de ellos desde el espacio mediático.

De esta manera queremos contribuir con la profesiona-

lización y actualización de quienes ejercemos el periodismo 

policial y judicial, sumándonos a esfuerzos instituciona-

les y de la sociedad civil organizada –incluida la surgida de 



16 ¡PROTE JAMOS A LAS VÍCTIMAS!

nuestro gremio– para elevar el estándar en la calidad de las 

noticias, democratizar el sistema de medios y, desde lue-

go, mejorar las condiciones de seguridad en el ejercicio 

periodístico.

Si además el manual nos impulsa a ejercer desde el pe-

riodismo la indispensable función de fiscalizar como ciuda-

danía el sistema de justicia penal acusatorio y la calidad de 

atención y protección en especial hacia las personas en situa-

ción de víctimas, bueno.

Tal vez responder las tres preguntas finales del apartado 

VI nos permita asumir los dilemas éticos profesionales im-

plícitos en este asunto.

En esencia, todo esto constituye al nuevo periodismo 

judicial.

Marco Lara Klahr3

Coyoacán, Ciudad de México, enero 2016.

3  Periodista mexicano de origen judío polaco, profesor normalista y licenciado en 
Comunicación por la unam, con 36 años de desempeño profesional. Ha reporteado 
e impartido charlas y talleres en 27 países. Reportajes y capítulos de sus libros 
han sido traducidos a varios idiomas. Es director del Programa de Medios y Jus-
ticia del Instituto de Justicia Procesal Penal; consultor de projusticia; Defensor 
de la Audiencia y miembro del Consejo Operativo de Ibero 90.9 fm; profesor de 
Periodismo en la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, unam; director de otro-
mexico, S. C.; editor asociado de e_tics Salón Virtual (Fundación Heinrich Böll), y 
editor web de presunciondeinocencia.org.mx y la Red Regional por la Justicia Previa 
al Juicio en América Latina. Es investigador asociado del equipo latinoamericano 
que realiza el Worlds of Journalism Study (Universidad de Münich); miembro 
de La Voladora Radio 97.3 fm, y fellow de Ashoka. La Tregua. “Maras”, élites y cons-
trucción de paz en El Salvador (eBook Tipos Móviles, 2016), Guía de periodismo para la 
transformación de conflictos y la prevención social de la violencia (usaid/Programa para 
la Convivencia Ciudadana, 2015), Manual de policía para la comunicación institucional 
y la relación con los periodistas en el nuevo sistema penal acusatorio (usaid, 2014) y Ex-
torsión y otros círculos del infierno (Grijalbo, 2013) son sus libros más recientes. Ha 
recibido en dos ocasiones el Premio Nacional de Periodismo (2000 y 2009).
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¿SABÍAS DE LA GRAN TRANSFORMACIÓN 

ESTRUCTURAL DE LA JUSTICIA?

Desde hace poco más de una década México experimenta una 

real transformación estructural de la justicia y los derechos 

humanos, en gran parte dirigida al establecimiento del siste-

ma penal acusatorio. Esto, con el impulso de organizaciones y 

activistas sociales, académicos y liderazgos institucionales en 

los tres poderes del Estado.

Aunque de forma muy lenta, esto ha ido materializándose 

en una gama diversa de reformas constitucionales y legales, 

así como en novedosas normas especializadas. Además, a 

través del paulatino desarrollo institucional y humano den-

tro del sistema de procuración y administración de justicia 

penal.

De esta manera, ante todo se aspira a que la justicia privi-

legie a las personas; al mejoramiento en la calidad de vida de 

éstas (siendo respetados sus derechos humanos cuando pro-

tagonizan un conflicto penal –como víctimas de la violencia 

o el delito, o imputadas penalmente–), y a que el Estado les 

EL DERECHO A LA JUSTICIA EN LA ERA
DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO

I
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provea el derecho al debido proceso penal según dictan sus 

responsabilidades constitucionales e internacionales. 

¿Sabías sobre todo esto? La crisis de violencia y criminali-

dad que hemos padecido durante el último cuarto de siglo –con 

sus elevados e indignantes costos en términos de morbimorta-

lidad, calidad de vida, impunidad, economía y alarma social– 

no sólo nos ha impedido vislumbrar en algunas ocasiones el 

alcance de dicha transformación estructural en el ámbito penal 

y de los derechos humanos, sino que nos motiva a rechazar este 

cambio aun sin conocerlo lo suficiente.4 Esto provoca que igno-

remos que ésta es una de las respuestas estructurales más espe-

ranzadoras, pues podría permitirnos resolver con integralidad 

y eficacia tal dilema.

A esta poderosa resistencia al cambio cultural se añade 

que, como periodistas policiales y judiciales, solemos ejer-

cer nuestra profesión desde perspectivas y prácticas ancla-

das a mentalidades anacrónicas de la justicia y el sistema de 

justicia penal. A esto se agrega que trabajamos siempre bajo 

presión, en condiciones laborales precarias, y sin suficientes 

opciones de actualización y estimulación profesionales.

¿Será también que los periodistas solemos tener poca cla-

ridad acerca de nuestra función social? ¿Perdemos de vista 

que nuestra responsabilidad ante la comunidad es contri-

buir al ejercicio ciudadano del derecho a la información y la 

libre expresión, y por eso no asumimos el papel fáctico de 

fiscalizar o realizar juicios mediáticos de sanciones morales? 

¿Padecemos un problema severo de obsolescencia profesio-

nal en lo referente a la justicia y los derechos humanos?

En busca de respuestas, aprovechemos los siguientes mo-

mentos de lectura para profundizar en lo que realmente ha 

4 En el seno del gremio periodístico son frecuentes expresiones en el sentido de 
que el sistema de justicia penal acusatorio “es una copia del norteamericano”, 
“fue impuesto por Estados Unidos”, “beneficia a quienes cometen delitos” o “ya 
fracasó”.
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estado sucediendo con el sistema de justicia penal y los dere-

chos humanos en nuestro país, situando este proceso histó-

rico en su contexto adecuado.

Asimismo, revisemos los desafíos de la comunicación y 

el periodismo en esta era, la naturaleza democrática de nues-

tro trabajo y la relevancia social de nuestra especialización 

como periodistas. Lo anterior teniendo en mente ofrecer al pú-

blico una cobertura noticiosa profesional, socialmente respon-

sable, útil y armónica con la legalidad y los derechos humanos.

Considerando la temática central de nuestro manual, 

partamos de la convicción de Alejandro Martí, presiden-

te de México sos, cuando afirmó que éste de “hoy es un país 

de víctimas”.5 Sin embargo, cabría aclarar que este fenóme-

no se ha ido gestando pronunciadamente a partir de los años 

noventa. Sólo por enfocar un periodo histórico, podríamos 

decir que, desde la irrupción de los feminicidios sistemáticos 

en Ciudad Juárez, Chihuahua (1993), como sociedad no he-

mos dejado de padecer episodios continuos de violencia exa-

cerbada, los cuales pueden cuantificarse en cientos de miles 

de personas víctimas de la delincuencia común u organiza-

da, así como en la violación de derechos humanos.

En un primer acercamiento, hoy un parámetro básico y 

elocuente acerca de esta situación –en el ámbito de los de-

litos del fuero común– lo aportó la Encuesta Nacional de 

Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (Inegi, 

2015). Ésta precisó que en 2014 hubo “22.8 millones de vícti-

mas de 18 años y más, lo cual representa una tasa de 28 200 

víctimas por cada cien mil habitantes”, o sea, el equivalente 

a poco menos de una tercera parte de la sociedad mexicana 

sufrió al menos un delito. En tanto, la cifra negra, es decir, la 

5 Durante su intervención en la xxxvii Sesión del Consejo Nacional de Seguri-
dad Pública realizado en la Ciudad de México el 19 de diciembre de 2014. Dispo-
nible en http://goo.gl/R6olt7.
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de los delitos no denunciados o sobre los cuales no se inició 

una investigación ministerial, fue de 92.8%. Y, naturalmen-

te, “la percepción de inseguridad en las entidades federativas 

al momento del levantamiento de la encuesta (marzo-abril 

2015), llegó a 73.2% de la población de 18 años y más…”.

Estos indicadores gubernamentales nos permiten afirmar 

que la sociedad está inmersa en una situación de impunidad 

generalizada, tal como lo confirman diagnósticos sobre la vio-

lencia y la criminalidad, por ejemplo el informe de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos Situación de los derechos 

humanos en México (cidh, 2015). En él se documentó la violencia 

producida por las personas encargadas del poder público, la 

delincuencia organizada y el paramilitarismo, “con particular 

énfasis en desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudicia-

les y tortura, así como la situación de inseguridad ciudadana, 

el acceso a la justicia e impunidad, y la situación de periodistas, 

defensores y defensoras de derechos humanos y otros grupos 

especialmente afectados por el contexto de violencia en el país” 

(cidh, 2015: p. 11), configurándose una “crisis de graves violacio-

nes de derechos humanos” (cidh, 2015: p. 12).

Al referir esta crisis de inseguridad lo que destaca en el dis-
curso mediático son sus efectos en cuanto a la pérdida de vi-
das humanas, según el Informe mundial sobre la violencia y la 
salud (ops-oms, 2002) –donde la violencia se aborda como un 
fenómeno estructural de salud pública y no sólo de seguridad. 

La mayor parte de los actos violentos no son mortales; 

tienen como consecuencia lesiones, trastornos men-

tales y reproductivos, enfermedades de transmisión 

sexual y otros problemas. Los efectos sobre la salud 

pueden durar años, y a veces consisten en discapacida-

des físicas o mentales permanentes. Además del tribu-
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to en sufrimiento humano, la violencia impone costos 

sociales y económicos que, aunque difíciles de cuanti-

ficar, son considerables (ops-oms, 2002: p. 9).

Sobre lo anterior, el Índice de Paz México 2016 (Institute for 

Economics and Peace, 2016) calculó que “el impacto económico 

de la violencia en 2015 fue de 2.12 billones de pesos (US $134 mil 

millones), cifra equivalente a 13% del pib de México o 17 525 pe-

sos (US $1 105) por habitante”. Lo anterior con su cauda dañina 

de generación de víctimas –entre ellas las que padecen secue-

las de por vida–, impunidad, altos costos personales, familia-

res, sociales y económicos.6 A esto se añade la inoperancia del 

sistema de justicia penal inquisitorio, que junto con la violen-

cia y la criminalidad desafían persistentemente a la democracia 

mexicana desde inicios de la década de los noventa hasta hoy.

El Índice Global de Impunidad México 2016 identificó que ésta 

se relaciona en gran medida con el mal desempeño del sistema 

de justicia y que “el análisis de la cadena de impunidad nos ha-

bla de ineficacia e ineficiencia institucional que se va acumu-

lando a lo largo de todas las fases del proceso de procuración 

e impartición de justicia” (Le Clercq y Sánchez, 2016: p. 14).

En este panorama, la violencia contra las mujeres es uno 
de los aspectos que exige especial atención, debido a la 
persistencia de sus manifestaciones más extremas: vio-
lencia familiar, de pareja, sexual, victimización o revictimi-
zación institucional, y violencia feminicida.
Por ejemplo, el informe La violencia feminicida en Méxi-
co, aproximaciones y tendencias 1985-2014 anotó que en-
tre 2007 y 2012 las “defunciones femeninas con presunción  
 

6  El Modelo Integral de Atención a Víctimas (Comisión Ejecutiva de Atención a 
Víctimas, 2015) ofrece una aproximación a la manera como es afectado nuestro 
proyecto de vida cuando padecemos la condición de víctimas.
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de homicidio” registraron “un repunte de 138%”, llegando a 
niveles inéditos. “Entre 2010 y 2011 se observó una desace-
leración de esta tendencia al alza; en 2012 cambia esta ten-
dencia, y en 2013 dicha desaceleración se convierte en un 
descenso que se acentúa en 2014. Los últimos datos dis-
ponibles (2014) muestran una disminución de 305 casos en 
términos absolutos y una reducción de 0.55 en el valor de la 
tasa…” (Secretaría de Gobernación, Instituto Nacional de 
las Mujeres y onu Mujeres, 2016: p. 10).
A pesar de esa eventual reducción: 

[…] la diferencia que se observa entre las denuncias y las 

sentencias es la expresión más gráfica de la impunidad, de 

la forma en que las mujeres además de no tener garantiza-

da una vida libre de este tipo de violencia, tampoco tienen 

acceso a la justicia ni a la reparación del daño. Esto eviden-

cia que los sistemas de procuración e impartición de jus-

ticia requieren cambios importantes que atiendan este 

grave problema (Secretaría de Gobernación, Instituto Na-

cional de las Mujeres y onu Mujeres, 2016: p. 18).

Pues bien, una de las opciones ante este complejo escena-

rio que ha producido mayor expectativa social es la imple-

mentación del sistema acusatorio –como parte de la reforma 

estructural de seguridad, justicia penal y derechos huma-

nos–, y cuyas características principales revisaremos breve-

mente a continuación, empezando por sus aspectos históricos 

y legales más relevantes.

Los primeros estudios cuantitativos y cualitativos vera-

ces acerca de la fragilidad e inoperancia del sistema de justi-

cia penal datan de mediados de los noventa, y provinieron de 

la sociedad civil organizada y la academia.7

7  Entre los estudios pioneros destacan los de Zepeda Lecuona (2002; 2004). 
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Sus resultados, sobre todo en términos de ineficiencia, opa-

cidad y corrupción, motivaron el debate público e incidieron 

directamente en las reformas penales a nivel estatal durante 

la década siguiente. Los estados pioneros en aprobarlas fue-

ron Nuevo León (2004); Chihuahua (2006); Estado de Mé-

xico, Oaxaca, Baja California y Morelos (2007), y Zacatecas 

(2008), partiendo de nuevos códigos de procedimientos pena-

les de tipo acusatorio, inspirados en la experiencia reformista 

chilena (2001), la más exitosa de América Latina.

En Nuevo León el motor del cambio provino de la socie-

dad civil organizada, mientras que las siguientes reformas 

locales obedecieron a la acción ciudadana articulada entre 

activistas sociales, académicos y líderes institucionales de 

los poderes Ejecutivo, Legislativo o Judicial estatales. Ello 

con el impulso de la sociedad civil y la cooperación de diver-

sos organismos internacionales.

Esta fuerza transformadora desde los estados hacia el 

centro del poder público –que venció al orden centralista y 

cuyos liderazgos fueron nucleándose en la Red Nacional a 

favor de los Juicios Orales y el Debido Proceso–, combinada 

con la presión internacional ante el agravamiento de la vio-

lencia y la criminalidad a mediados de la administración del 

presidente Felipe Calderón (2006-2012), condujo a la Refor-

ma Constitucional de Seguridad y Justicia, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008.

REFORMAS Y NUEVAS LEYES QUE NOS SIRVE 

CONOCER

A la luz de la experiencia, es posible afirmar que en el gremio 

periodístico de manera habitual sabemos o comprendemos 

de forma limitada o muy general la real dimensión de la his-

tórica reforma constitucional modernizadora publicada en 

junio de 2008.
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Lo que básicamente hemos de saber en el periodismo so-
bre tal reforma es que:
1)	 Se trata de la mayor reforma que ha experimentado la 

Constitución mexicana: modificó diez artículos, la ma-
yoría relativos al debido proceso penal, sentando las 
bases para transitar del obsoleto sistema penal inqui-
sitivo al acusatorio actual, de corte garantista.

2)	 Estableció el proceso penal acusatorio, regido por la 
oralidad y los principios de publicidad, inmediación, 
contradicción, continuidad y concentración (Artículo 
20) –que revisaremos en el Apartado IV de este manual.

3)	 Amplió las garantías procesales de la persona víctima 
e imputada de delito, incluyendo en este último caso el 
principio de presunción de inocencia (Artículo 20).

4)	 Con una perspectiva integral y equilibrada de la justicia, 
definió que: “El proceso penal tendrá por objeto el es-
clarecimiento de los hechos, proteger al inocente, pro-
curar que el culpable no quede impune y que los daños 
causados por el delito se reparen” (2017: Artículo 20).

5)	 Entre otras disposiciones controvertidas –por su naturale-
za inquisitiva– introdujo la figura del arraigo para casos de 
delincuencia organizada (Artículo 16) y mantuvo el listado 
de delitos por los cuales la prisión preventiva es oficiosa, lo 
que sigue obligando a quienes juzgan a dictar esta medida 
cautelar al margen del riesgo procesal que implique en ver-
dad cada persona llevada a proceso (Artículo 19). 

6)	 El Poder Legislativo estableció un plazo máximo de ocho 
años para que se implementara el Sistema de Justicia Pe-
nal Acusatorio introducido por esta reforma constitucional 
(Artículo Segundo transitorio) –plazo que llegó a su fin el 18 
de junio  de 2016.8

8  Si deseas conocer detalladamente el fundamento, los principios y el funcionamiento 
procesal del sistema de justicia penal acusatorio consulta Lara Klahr (2012; 2014a).
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Luego sobrevinieron otras reformas constitucionales y 

legales, y se emitieron nuevas normas directa o indirecta-

mente relacionadas con el cambio de paradigma penal. És-

tas incluían de forma destacada la Reforma Constitucional 

de Derechos Humanos (2011); la Ley General de Víctimas 

(2013) y la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 

103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (2013); el Código Nacional de Procedimientos Pe-

nales y la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de So-

lución de Controversias en Materia Penal (2014); la Reforma 

Constitucional de Justicia para Adolescentes (2015),9 y Ley 

Nacional de Ejecución Penal y la Ley Nacional del Sistema 

Integral de Justicia Penal para Adolescentes (2016).

Anterior al inicio del actual proceso reformista de la justicia 
penal, pero permeando su nuevo marco normativo y actua-
lizándose a partir de él, se halla la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007). Ésta per-
sigue incorporar de manera transversal los derechos huma-
nos de las mujeres y la perspectiva de género en las políticas 
públicas, en este caso relacionadas con la violencia, el delito 
y la justicia penal –como la Ley General para la Igualdad en-
tre Mujeres y Hombres (2006). 

“JUICIOS MEDIÁTICOS” VERSUS

DEMOCRATIZACIÓN DE LA JUSTICIA

¿Cuál es el ánimo colectivo frente a este cambio estructural del 

sistema de justicia penal? El más reciente documento que ayu-

da a clarificar de alguna manera esta interrogante es la Encues-

ta Nacional sobre el Sistema de Justicia penal en México (Setec, 

9 En 2005 tuvo lugar una reforma constitucional que incorporó, en esta materia, 
los principios garantistas de la Convención sobre Derechos del Niño, de la 
Organización de las Naciones Unidas.
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2012), la cual reveló que el funcionamiento del sistema de justi-

cia no se cuenta entre los temas prioritarios que preocupan al 

público –apenas 1% de las personas encuestadas lo consideró 

como el problema más importante del país en la actualidad.10

Quienes estamos en los medios y en el ramo periodístico so-

mos inevitable espejo de nuestro entorno.11 Así, a la luz de la revi-

sión empírica del discurso mediático, es posible identificar cierto 

pensamiento atávico, resabio de la mentalidad jurídica inquisi-

tiva, que supone que la justicia penal es el mecanismo del Esta-

do para combatir por cualquier medio disponible, sin límites, el 

“Mal”. Además, hace creer que si éste no usa toda la violencia 

posible, las personas tachadas como “malas” –personificadas en 

las detenidas, sometidas a proceso o “acusadas” públicamente 

por las instituciones o los medios noticiosos, y hasta en víctimas 

criminalizadas– prevalecerán frente a sus víctimas, consumán-

dose la impunidad, o sea la derrota del “Bien”.

Según esta perspectiva maniquea, los derechos huma-

nos del sistema de justicia penal son considerados como la 

perniciosa ventaja que las leyes y el gobierno dan a quienes 

delinquen despojando a las víctimas, en consecuencia, de la 

protección del Estado.

De lo anterior se inferiría que el respeto al debido proceso 

y, en general, a los derechos humanos por parte de las insti-

tuciones públicas es requisito de la procuración y adminis-

tración de justicia, aunque puede obstaculizarlas.

Siguiendo esta visión, la impunidad se produciría no por-

que el sistema de justicia penal sea incapaz de identificar, in-

10 Para determinados aspectos relacionados con la cultura de legalidad, el debi-
do proceso, la credibilidad institucional, el sistema de justicia penal acusatorio 
y los tratados internacionales, es reveladora también la Segunda Encuesta Na-
cional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones y 
rediseño del Estado (Instituto de Investigaciones Jurídicas-unam, 2011)
11 65.4% de las personas abordadas por la encuesta de la Setec consideró que lo 
que más visibilizan los noticieros televisivos son temas relacionados con inse-
guridad, robos, crimen y narcotráfico, mientras que sólo 1.1% se relaciona con el 
funcionamiento del sistema de justicia penal.
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vestigar, detener, encauzar procesalmente y sancionar a quien 

victimizó a una persona, sino porque no “castigó” a la persona 

que fue detenida o señalada. Y, al final, si ésta no terminó en pri-

sión, la víctima no se benefició de la justicia12 –de ahí el cliché 

de que “los derechos humanos protegen a quienes delinquen”.

Esta perspectiva, que en ocasiones criminaliza también a 

personas víctimas, adquiere gran resonancia a través de los 

medios noticiosos, sus narrativas y juicios paralelos, cuya es-

tridencia y falta de veracidad producen desinformación y un 

ambiente social refractario a la modernización y democrati-

zación de la justicia penal.

A continuación, una muestra del trabajo periodístico predo-

minante en la atmósfera mediática cotidiana (Jiménez, 2016):

Al no mencionar la fuente de información y criminalizar a 

una persona –llamándola “asesino” y no, por ejemplo, “persona 

bajo proceso por el delito de homicidio”–, en este caso el encabe-

zado y el sumario cumplen una función estrictamente editorial, 

pero no informativa. En periodismo, la editorialización expresa 

ante el público la posición oficial del medio respecto de un de-

terminado hecho de interés público, algo inaceptable éticamen-

te en este caso, considerando que se trata del encabezado de una 

pieza en apariencia informativa –y no de opinión.13

12 Guillermo Zepeda Lecuona afirma que “ante la presión social, el sistema penal 
(inquisitivo) [...] no está buscando quién lo hizo, sino quién la pague” (Zepeda, 
2010: p. 21); es decir, “a falta de justicia se ofrece castigo” (Zepeda, 2010: p. 15).
13 Dos datos acerca de la importancia legal y ética de distinguir ante el público la 
información respecto de la opinión la aporta, para el caso de radio y televisión, 
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (s.f.), la cual considera 



28 ¡PROTE JAMOS A LAS VÍCTIMAS!

Por lo demás, aunque parece un detalle algo insignifican-

te, el sistema de justicia no “suelta”, sino “libera” a la perso-

na mencionada, es decir, restablece su derecho a la libertad.

En cuanto a la consistencia y veracidad de la nota, vale 

acotar que, al margen de simpatías ideológicas o personales, 

suposiciones o prejuicios, quien la lea constatará que:

1)	 Se basa en información aportada en conferencia de pren-

sa (o sea, proviene de una sola fuente), sin que, en busca 

del indispensable equilibrio periodístico, se consultara a 

la contraparte –o al menos no se indica que se hiciera esto.

2)	 Considera tácitamente que las “imputaciones directas” de un 

“cómplice” y “cuatro de sus víctimas”, lo mismo que “10 tomos 

de evidencia periodística” bastan para demostrar la culpabili-

dad de una persona más allá de toda duda razonable –de don-

de se infiere que la investigación científica está de más.

3)	 No menciona nada sobre la calidad de los elementos de 

prueba aludidos por la fuente.

4)	 Al periodista y al medio –haciendo eco de su única fuen-

te–, les parece “un tecnicismo” que atenta por sí mismo 

contra los derechos de la víctima el que una autoridad 

quebrante el derecho humano a la adecuada defensa y el 

juzgador considere inaceptable esta violación del debido 

proceso en su resolución.

5)	 No precisa al público el momento procesal del caso ni le 

informa sobre su desarrollo, como si la continuidad pro-

cesal se hubiera esfumado mágicamente.

En lo anterior se aprecia cómo se da con frecuencia un tra-

entre los derechos de las audiencias: “Que se diferencie con claridad la infor-
mación noticiosa de la opinión de quien la presenta” (Artículo 256). Por otra 
parte, el Código Deontológico Europeo de la Profesión Periodística (Consejo de 
Europa, 1993) precisa que: “El principio básico de toda consideración ética del 
periodismo debe partir de la clara diferenciación, evitando toda confusión, en-
tre noticias y opiniones. Las noticias son informaciones de hechos y datos, y las 
opiniones expresan pensamientos, ideas, creencias o juicios de valor por parte 
de los medios de comunicación, editores o periodistas” (Principio 3). 
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to periodístico igualmente irrespetuoso y falto de rigor 
profesional a las personas víctimas, entre ellas a muje-
res, con el consecuente daño a ellas mismas y sus familias. 
Leamos con atención el siguiente ejemplo:
En una nota cabeceada como “Hombres asesinan a una jo-
ven psicóloga” y bajo el sumario “La occisa fue encontrada 
desnuda sobre una cama con un surco en el cuello” (Martí-
nez, 2016), el medio no sólo publica la fotografía y ciertos 
datos de la persona víctima, sino que resalta su nombre 
con una franja amarilla.
Párrafos adelante la autora de la pieza periodística14 afir-
ma, como si le constara: “Después de algunas horas de in-
gerir bebidas embriagantes, la joven les propuso a los 
hombres tener relaciones sexuales, pero Juan Javier Jona-
than al parecer, según la llevó a un cuarto para que durmie-
ra y continuó platicando con su amigo”.
No es sino más adelante cuando cita de forma textual, aun-
que aún sin precisar su fuente informativa: “’Posteriormen-
te me propone (Tania) que hiciéramos un trío, negándome 
y mandándola a dormir; yo me quedo con mi amigo y des-
pués de tomar unas copas le digo que ya nos fuéramos a 
dormir, así haciéndolo cada uno en distintas habitaciones’, 
relató Juan Javier”.
Acerca del uso de expresiones despersonalizantes del vie-
jo periodismo de nota roja como “la occisa”, y la publicación 
de información sin utilidad para el público y denigrante 
para la víctima, como “el surco en el cuello”, la desnudez, 
las “bebidas embriagantes” o su supuesta iniciativa de ha-
cer “un trío”, demos espacio a la duda profesional con estas 
preguntas:

14 No sobra, para la reflexión y nuestro enriquecimiento profesional, leer sobre el con-
cepto de sororidad. Véase “Qué es la sororidad”. Disponible en: http://goo.gl/HRJFoW.
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1)	 ¿Qué imponen la Constitución, la Ley General de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley Gene-
ral de Víctimas y el Código Nacional de Procedimientos 
Penales sobre la protección y reserva de identidad, así 
como la imagen y la memoria, de este tipo específico de 
personas víctimas?

2)	 La policía o el ministerio público que motivaron la publi-
cación de esta información, ¿violaron los derechos hu-
manos de la mujer víctima, revictimizándolas a ella y a 
su familia, cometiendo así delitos?

3)	 Con este abordaje informativo, ¿el medio y la autora 
contribuyen a naturalizar o reforzar la violencia contra 
las mujeres desde las instituciones de justicia?15

En las siguientes páginas insistiremos en cómo desde los en-

foques y narrativas mediáticas se refuerzan masivamente no-

ciones inquisitivas de la justicia y denigratorias de las personas, 

impactando de forma negativa en la democratización del siste-

ma penal. También precisaremos de manera integral los dere-

chos de las víctimas en el sistema de justicia penal acusatorio.

EL OBJETIVO ÚLTIMO DEL PROCEDIMIENTO 

PENAL

Por ahora conviene advertir que –en el contexto de la refor-

ma mencionada– el paradigma acusatorio concibe al sistema 

de justicia penal como el mecanismo público institucional 

facultado para propiciar la transformación pacífica de los 

conflictos del orden penal. Esto al habilitar, en la medida de 

lo posible, los derechos de las personas afectadas por la vio-

lencia, los delitos o la violación de sus derechos humanos –y 

con respeto, además, a los de las personas acusadas.

15  En el Apartado III aportamos la información legal que nos permite despejar 
estas interrogantes.
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Es por ello que el Artículo 20 constitucional, según se ha 

anotado ya, define como objetivo del proceso penal, holísti-

camente, “el esclarecimiento de los hechos, proteger al ino-

cente, procurar que el culpable no quede impune y que los 

daños causados por el delito se reparen”. Ello lo asume tam-

bién el Código Nacional de Procedimientos Penales al defi-

nir como su “objeto” el de “establecer las normas que han de 

observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción 

de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocen-

te, procurar que el culpable no quede impune y que se repare 

el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en 

la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con 

motivo de la comisión del delito” (Presidencia de la Repúbli-

ca, 2014). Lo anterior recoge el importante mandato del Artí-

culo 1º constitucional, al añadir que todo lo anterior se debe 

dar “en un marco de respeto a los derechos humanos recono-

cidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 

los que el Estado mexicano sea parte”.

Para abundar en esto, en los Apartados II y III de este ma-

nual veremos con detalle cómo el sistema acusatorio prevé 

–por ahora, sobre todo en lo normativo, más que en la prácti-

ca– que el marco legal y las instituciones públicas responsa-

bles de la procuración y administración de justicia protejan 

y asistan a la persona víctima. Asimismo, deben posibilitar 

que ésta afronte el conflicto penal en igualdad de circunstan-

cias respecto de la persona acusada y sometida a proceso, y 

materialicen su derecho efectivo a la justicia –la cual ha de 

incorporar las perspectivas de género e inclusión social.
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EL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO, 

TRASFONDO DE LA REFORMA PENAL

México es Estado parte de una vasta gama de tratados inter-

nacionales generales y temáticos relacionados con el debido 

proceso, los derechos humanos de la justicia penal y, espe-

cialmente, los de la persona víctima del delito, el abuso de po-

der y la violencia contra las mujeres.16

Estas normas de Derecho Internacional Público constitu-

yen uno de los pilares de nuestra vida democrática, pues es-

tablecen las responsabilidades del Estado, sus instituciones 

y servidores públicos ante las personas en tanto sujetos de 

derechos.

La Reforma Constitucional de Seguridad y Justicia pu-

blicada el 18 de junio de 2008, así como las reformas consti-

tucionales y legales, y las nuevas normas posteriores –a las 

que nos referimos en el Apartado I–, directa o indirectamen-

16  No dejes de consultar la “Relación de tratados internacionales de los que el Es-
tado Mexicano es parte en los que se reconocen Derechos Humanos”, que ofrece 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Disponible en: http://goo.gl/kVBlBr.

LAS PERSONAS,
EN EL CENTRO DE LA JUSTICIA

II
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te relacionadas con aquella, incorporan el espíritu de dichos 

tratados al marco jurídico mexicano.

Entre los tratados internacionales de los que México es Es-

tado parte, uno de los principales sobre derechos humanos 

es el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (onu, 

1966) –que recoge, a su vez, el espíritu garantista de la Carta de 

las Naciones Unidas (onu, 1945) y la Declaración Universal 

de Derechos Humanos (onu, 1948), al tiempo que es matriz de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969).

Aunque la modernización del sistema de justicia penal 

emprendida en 2008 contribuye al fortalecimiento del Esta-

do democrático de derecho, podrá notarse el severo atraso en 

la armonización normativa mexicana respecto de los com-

promisos internacionales asumidos por nuestro Estado en 

materia de derechos humanos –tomando en consideración 

que dicha reforma inició más de cuatro décadas después de 

la adopción del pacto mencionado.

En el periodismo judicial debemos tener presente que el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (onu, 
1966) incluye, entre otros, los derechos humanos a:
• La vida (6)
• La dignidad humana (Preámbulo)
• La vida privada (17)
• La libertad e integridad personales (9)
• La no discriminación (26)
• La igualdad entre hombres y mujeres (3)
• La igualdad ante los tribunales y la ley (14, 26)
• No ser sometidos a tortura y otros tratos inhumanos,
   crueles o degradantes (7)
• Ser juzgados por un tribunal legalmente constituido (14)
• La presunción de inocencia (14)
• La defensa y otras garantías procesales (14)
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Podemos tomar el anterior catálogo de derechos huma-

nos como simple breviario de cultura jurídica, más próximo 

al ideal que a una realidad posible. Sin embargo, será mejor 

si nos lo apropiamos como instrumental de trabajo cotidia-

no, en la medida en la que nos permite interiorizar el sen-

tido profundo de los derechos humanos, favorecer desde el 

periodismo el bienestar de nuestra comunidad, respetar la 

ley, contribuir al fortalecimiento del Estado democrático de 

derecho y ser agentes de cambio social –a través de la fisca-

lización ciudadana, para ayudar a que el sistema de justicia 

penal acusatorio cumpla su mandado constitucional. Todo 

esto es parte esencial de nuestra ética profesional.17

LOS DERECHOS HUMANOS COMO FARO 

ORIENTADOR DEL PERIODISMO

Los derechos humanos enlistados son, entre otros, el tras-

fondo de la reforma penal, así como del sistema de justicia 

penal. Por ello, han de ser el faro orientador de la función 

periodística en pro de la construcción y actualización de un 

sistema penal que provea a toda la sociedad del derecho a la 

justicia con legalidad, respeto, equidad y economía.

Para enriquecer las conversaciones al seno de nuestro 

gremio, detengámonos de nueva cuenta a reflexionar, me-

diante un sencillo ejemplo (Chávez Aldaco, 2016). Esto nos 

permitirá evaluar la manera como contribuimos a la preca-

rización de la cultura de legalidad y el respeto a la dignidad 

humana (alejados de los principios humanistas del Derecho 

17 Diversos referentes deontológicos supranacionales coinciden en que el 
periodista ético no es sólo quien es independiente respecto de sus fuentes 
y diligente al verificar la información que éstas le proveen, por ejemplo, sino 
que es precondición poseer la formación profesional requerida, respetar la 
dignidad de las personas, evitar la publicación de informaciones tendientes al 
incremento de la audiencia, propiciar desde el periodismo la solución pacífica 
de los conflictos y abstenerse de hacer apología del odio o discriminar. Como 
ejemplo, será provechosa la lectura del Código Deontológico Europeo de la 
Profesión Periodística (Consejo de Europa, 1993). 
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Internacional Público enlistados arriba y desde el enfoque 

mediático predominante). Ello conlleva la devaluación de la 

credibilidad del periodismo y, al mismo tiempo, una falta a 

nuestra responsabilidad social de propiciar el ejercicio ciu-

dadano del derecho a la información.

El anterior encabezado no podría ser más más despectivo 
hacia los derechos a la vida, la dignidad humana y la no discri-
minación, mientras que el contenido de la nota no se refiere 
a la persona como una víctima mortal –¿acaso no lo es? Por 
el contrario, banaliza su condición, la criminaliza y publica in-
formación que las vulnera a ella y a su familia, dejando entre-
ver también esa cadena de complicidades entre la policía y el 
ministerio público, en este caso del Gobierno de la Ciudad de 
México, periodistas y medios que en virtud de la exhibición 
pública y el linchamiento moral acaba produciendo daños a 
miembros de la comunidad a la que debiéramos servir.
Aparte, la nota cierra con un nuevo vejamen hacia la per-
sona víctima: “¿Cuál será el siguiente capítulo de esta 
telenovela?”.
Para un urgente cambio de mentalidad, quizá sea útil plan-
tear estas nuevas preguntas:
1)	 ¿Éticamente es legítimo para el periodismo ridiculizar a 

las personas, en especial cuando tienen la condición de 
víctimas?
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2)	 ¿Cómo podrían defenderse de esta denostación pública 
la persona aludida y su familia? O, como es habitual en las 
relaciones de poder asimétricas, ¿se impone el poder de 
un corporativo mediático ante el ostensible desvalimien-
to de las personas en su condición de víctimas?

3)	 ¿Cuál es el impacto de este abordaje mediático, a corto, 
mediano y largo plazos, en la vida de las personas que for-
man el círculo íntimo de la víctima directa?

4)	 ¿El ejercicio de la libertad de expresión y la libre empresa 
justifican el irrespeto hacia la ciudadanía desde los me-
dios y el periodismo?

5)	 ¿Si la persona protagonista fuera, digamos, familiar de 
quien dirige el medio, recibiría el mismo trato grosera-
mente burlesco y denigrante?

6)	 ¿Esta práctica periodística y mediática abona al sistema 
de justicia penal eficiente, justo y garantista que preten-
de normativamente la reforma estructural de la justicia 
sobre la que hemos hablado?

7)	 ¿Esta práctica periodística y mediática impacta negativa 
o positivamente en la reputación social del periodismo y 
como profesionales?

¿HAY VÍCTIMAS LEGÍTIMAS E ILEGÍTIMAS? 

Sin perder de vista el contexto en el que ocurrió el suceso fatal del 

anterior ejemplo, supongamos –sin aceptarlo– que los actos moral 

o legalmente reprochables –reales o supuestos– atribuidos a la per-

sona que protagoniza la noticia citada la convierten en una suerte 

de víctima ilegítima. ¿Esto justifica de alguna manera que como pe-

riodistas nos refiramos a ella así –ofensiva y jocosamente–, desde 

una superioridad moral implícita, ridiculizándola, criminalizán-

dola, exhibiendo parte de su privacidad y la de su familia, y hasta 

regateándole su manifiesta condición de víctima? ¿Qué sucede con 

otro tipo de víctimas, digamos, legítimas? No algo distinto.
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En ocasiones son detalles los que reflejan este ejercicio 
periodístico inquisitivo, “datos” aparentemente intrascen-
dentes, “carnitas” o “churrumais” –como suelen llamarles 
colegas periodistas policiales o judiciales– del tipo de los 
que pueden leerse en la nota publicada con el encabezado: 
“Indagan pornografía infantil en kínder” (Nieto, 2016b).
Tras consignar noticiosamente un probable caso de abuso 
sexual contra niños, asienta que “En la averiguación previa 
FDS/FDS-6/T3/199/16-04 se detalla que en las imágenes 
se observa a niños desnudos en posiciones inapropiadas”, 
para concluir que “Según el testimonio de uno de los pe-
queños… [la persona investigada] jugaba al ‘zapatito blan-
co, zapatito azul’ y al ‘médico’, lo que aparentemente incluía 
sexo oral”.
Sin pasar por alto los adjetivos “pequeños” y “menores” 
utilizados en la descripción de los hechos que se investi-
gan, lamentable herencia del rebasado enfoque tutelar 
sobre las personas menores de 18 años, centrémonos en 
estas otras interrogantes:
1)	 ¿Cómo afecta hoy y para el futuro la privacidad y digni-

dad de las posibles víctimas publicar que el abuso “in-
cluía sexo oral” y otros detalles?

2)	 ¿Son de interés público tales “datos”? ¿Aportan al de-
recho a la información de la comunidad?

3)	 ¿Cuál es la justificación del medio y el o la periodista 
en este caso, de víctimas legítimas, para producirles 
un daño de por vida desde el periodismo?

4)	 ¿Cómo obtuvo el o la periodista acceso a la “averigua-
ción previa”?

5)	 ¿Por qué el o la periodista y el medio no advierten a 
sus lectores que una “averiguación previa” no equiva-
le a la verdad penal ni mucho menos a una sentencia 
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condenatoria, sino que es sólo la versión del ministerio 
público proveniente, quizá, de la investigación inicial –
considerando el momento procesal de este caso–?

Sin duda, el resultado es la revictimización de los niños in-
ducida desde las instituciones y consumada por los me-
dios noticiosos industriales, aparte de la criminalización 
de la persona sometida a investigación.

Otras veces es mucho más que “detalles” lo que se ofrece 

mediáticamente al público. Se convierte a las personas vícti-

mas, de forma implícita, en sospechosas y hasta en responsa-

bles criminales de su condición.

Las siguiente notas informativas, relativas al llamado 

“Caso Narvarte”, tienen en común el componente adicional de 

que una de las cinco víctimas era un fotoperiodista veracruza-

no, lo cual motivó la airada reacción de una parte del gremio, 

dándose esta paradoja: en el seno del propio gremio periodís-

tico algunos de sus miembros exigíamos justicia, en tanto que 

otros exhibían a las personas víctimas, nuestro colega inclui-

do –¿habrá casos de periodistas o medios que protestaron y, al-

ternativamente, sometieron a las víctimas al tribunal mediático?

La pieza encabezada: “Termina fiesta en ejecución en Nar-
varte” (López y Atempa, 2015), aporta supuestos avances 
en la investigación ministerial, no sin antes editorializar 
con esta entrada pretendidamente suspicaz: “Les gusta-
ban las fiestas y tener amigos. Eran alegres y fueron llegan-
do, desde hace un año, una a una, a ese departamento de la 
Colonia Narvarte” –alude a las cuatro víctimas mujeres.
Por momentos, según esta peculiar narrativa, podría pen-
sarse que ese pudo ser el problema y no la violencia que 
padecieron derivada de la acción criminal de los perpetra-
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dores, pues el segundo párrafo redondea, todavía sin citar 
fuente alguna: “La noche del jueves pasado todo comenzó 
como una fiesta, una reunión entre amigos. Pero terminó 
en la ejecución de cuatro mujeres y un hombre”.
Es hasta el tercer párrafo donde se atribuye esta versión 
de los hechos a determinadas fuentes, dándolas por in-
cuestionablemente verídicas: “Testimonios de vecinos y 
las indagatorias realizadas hasta el momento por la Procu-
raduría capitalina dan cuenta de los hechos”.
Con la misma confianza acrítica en las fuentes, se ofrecen 
luego múltiples detalles que afectan de forma negativa la 
dignidad y la privacidad de las víctimas y sus familias, po-
seen una connotación discriminatoria y no aportan infor-
mación de interés público.18

A los pocos días, incurriendo en una evidente ilegalidad, la 
Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México filtró 
a medios y periodistas imágenes fotográficas de los cuerpos 
de las personas víctimas, que circularon de manera profusa.
Días más tarde sobrevino otra nota con el siguiente titu-
lar: “Rubén Espinosa, positivo en mariguana y cocaína” (Re-
dacción La Razón, 2015), y este sumario: “Hallan rastros de 
esas drogas en el fotógrafo; en el departamento, dos bol-
sas de la hierba y en el Mustang de Mile, una del químico”.
Enseguida, la pieza hace saber que posee “copias del expe-
diente del caso”; desde luego, sin advertir al público lector 
que esto es ilegal y que la o el servidor público que las en-
tregó cometió delitos y violó los derechos humanos de las 
víctimas al proveer de esa información al medio.
En una columna de opinión –que reproduce otra versión 
periodística hasta el regodeo y la insinuación malicio-
sa–,  se señala en detrimento de la dignidad de una de las 
 

18  No los reproducimos aquí, pero pueden consultarse en línea.
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mujeres víctimas: “Por alguna razón, la mayor crueldad se 
cometió contra la colombiana”, además que se detalla el 
abuso sexual: “en varias ocasiones tanto anal como vagi-
nalmente” (Alemán, 2015).19

Esta lógica del discurso mediatizado que discrimina de 

manera implícita entre víctimas legítimas e ilegítimas es insos-

tenible ética y legalmente, desde luego. Además, es eviden-

te que no respeta la dignidad humana de aquellas personas 

que, en su perspectiva maniquea e inquisitiva, habrían teni-

do en vida una conducta “reprochable” que las hiciera “me-

recedoras” de su situación.

No olvidemos al respecto que la Ley General de Víctimas 

(2013) impone como principios, entre muchos otros, el respe-

to a la dignidad, el trato igualitario y la no discriminación de 

las personas en situación de víctimas, así como su “no crimi-

nalización”. Esto lo hace al disponer que:

[…] las autoridades no deberán agravar el sufrimiento de 

la víctima ni tratarla en ningún caso como sospechosa o 

responsable de la comisión de los hechos que denuncie 

[…] Ninguna autoridad o particular podrá especular pú-

blicamente sobre la pertenencia de las víctimas al crimen 

organizado o su vinculación con alguna actividad delictiva. 

La estigmatización, el prejuicio y las consideraciones de 

tipo subjetivo deberán evitarse (Artículo 5).

19 De toda esa información proveniente de una sola fuente y no verificada, lo 
único constatable es que: a) una sentencia de amparo, al cabo de un juicio pro-
movido por familiares de una de las personas víctimas, impuso a la Procuradu-
ría General de Justicia del Distrito Federal la obligación de resguardar la infor-
mación personal contenida en la averiguación previa, con el fin de proteger los 
derechos de las víctimas y sus familias a la dignidad, la intimidad y los datos 
personales (septiembre 2015), y b) hasta septiembre de 2016 el sistema de jus-
ticia penal de la Ciudad de México no había sido capaz de lograr una sentencia 
condenatoria contra las personas responsables, ni había ofrecido a los deudos y 
al público una versión concluyente, es decir, la plena verdad jurídica.
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ENCLAVES MEDIÁTICOS DE LA 

CONTRARREFORMA DE LA JUSTICIA

Retomemos el hilo: si el Pacto Internacional de Derechos Ci-

viles y Políticos de Naciones Unidas obliga al Estado mexi- 

cano, como Estado parte, a respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos, no podemos dejar de preguntarnos sobre 

la legitimidad de un periodismo y una industria de medios 

que diseminan este tipo de información noticiosa en detri-

mento de la legalidad, el respeto a los derechos humanos y, 

enfáticamente, la dignidad humana, además de lucrar me-

diante prácticas ilegales de funcionarias o funcionarios del 

sistema penal.

Leamos el Artículo 1º de la Constitución (2017) –que 

abreva del Pacto– para comprender la pertinencia de esta 

cuestión: 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas 

gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 

Constitución y en los tratados internacionales de los que 

el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 

para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 

ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 

que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se inter-

pretarán de conformidad con esta Constitución y con los 

tratados internacionales de la materia favoreciendo en 

todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-

cias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 

y garantizar los derechos humanos […] En consecuencia, 

el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar 

las violaciones a los derechos humanos, en los términos 

que establezca la ley.
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[…] Queda prohibida toda discriminación motivada por 

origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-

dades, la condición social, las condiciones de salud, la re-

ligión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado 

civil o cualquier otra que atente contra la dignidad huma-

na y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos 

y libertades de las personas (2017).20

Es cierto que las instituciones del Estado no han sido efica-

ces para hacer valer estas prerrogativas y que históricamente 

la violación de derechos humanos desde el sistema de justicia 

penal mexicano se ha consumado, en parte, a través de la ins-

trumentalización de medios y periodistas –con independen-

cia de su ideología política. Ello encuentra su expresión más 

cruda en los tribunales paralelos montados contra personas de-

tenidas y acusadas de delito, así como contra víctimas.21

Sin embargo, como sociedad hoy estamos tratando de cons-

truir un nuevo entorno democrático de la justicia penal y los 

derechos humanos y, como parte de esto, se ha implementado 

20 Con esta base, la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (s.f.) es-
tablece que “Las telecomunicaciones y la radiodifusión son servicios públicos 
de interés general. En la prestación de dichos servicios estará prohibida toda 
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opi-
niones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente con-
tra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 
libertades de las personas” (Artículo 2), aparte de otras disposiciones sobre la 
dignidad humana y que prohíben la discriminación y la apología de la violen-
cia. Al mismo tiempo, reitera dentro de los derechos de las audiencias que: “En 
la prestación de los servicios de radiodifusión estará prohibida toda discrimi-
nación”, así como: “El respeto de los derechos humanos, el interés superior de la 
niñez, la igualdad de género y la no discriminación” (Artículo 256). 
21 La Recomendación 03/2012 sobre “Exhibición de personas, publicidad de 
su información confidencial y la contenida en los expedientes de averiguación 
previa”, de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (2012) a la 
Procuraduría General de Justicia respectiva, documenta con precisión las im-
plicaciones de esta práctica medieval en los derechos de las personas víctimas e 
imputadas exhibidas –especialmente en sus derechos humanos al debido pro-
ceso y las garantías judiciales, la integridad personal, la intimidad o vida priva-
da, y la honra y la reputación. 
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el sistema de justicia penal acusatorio. Por ello, esos medios y 

ese periodismo de nota roja obstaculizan su construcción.

Desde la reforma constitucional de junio de 2008 el cú-

mulo de transformaciones legales abarca un amplio espectro 

de principios, instituciones, políticas, procesos y mecanis-

mos institucionales con los cuales se pretenden garantizar 

los derechos humanos de las personas víctimas. Esto parte 

de los derechos a la protección y la asesoría legal, la equidad 

procesal, la reparación del daño y la justicia restaurativa. 

Asimismo, pasa por la protección de los derechos de la per-

sonalidad –dignidad, privacidad y honra, entre ellos–, la re-

cuperación de la memoria histórica, la dignificación de las 

víctimas y la verdad. Además de que se fortalece, tras la Re-

forma Constitucional de Derechos Humanos, en 2011, con el 

principio propersona establecido en el Artículo 1º constitucio-

nal.22 A ello se aúna la responsabilidad de las instituciones 

del Estado en la reparación del daño, con base en las leyes 

General de Víctimas y Federal de Responsabilidad Patrimo-

nial del Estado, y de la justicia bajo los principios de igual-

dad, equidad e inclusión. Lo anterior considerando por sus 

especificidades como grupos sociales a mujeres, niñas y ni-

ños, personas indígenas, personas con discapacidad, perso-

nas migrantes y las de la comunidad lésbico, gay, bisexual, 

transexual, travesti, transgénero e intersexual.

La industria noticiosa y el periodismo que producen con-

tenidos como los descritos no reflejan nada de lo anterior, pa-

recen atrapados en el siglo xix, se antojan obsoletos ante el 

intenso momento histórico que vivimos y, en su conservadu-

rismo, se han constituido en enclaves de la contrarreforma 

de la justicia y los derechos humanos.

22  Al establecer que: “Las normas relativas a los derechos humanos se interpre-
tarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de 
la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia”.
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Desafortunadamente, no es previsible que México sea un 

país más justo sin el compromiso de quienes ejercen el perio-

dismo y los medios por impulsar el respeto a la legalidad y 

los derechos humanos, así como por tener un sistema de jus-

ticia penal transparente, eficiente, justo y respetuoso.

Desde el conocimiento, la comprensión y la apropiación 

de la filosofía garantista, la ley y la ética profesional, este ma-

nual periodístico busca motivarnos a asumir ese compro-

miso. Por ello, en el Apartado III continuaremos con una 

descripción contextual del andamiaje normativo del debido 

proceso y los derechos humanos que ha ido construyéndo-

se para la protección integral de las personas víctimas, sobre 

todo desde la Reforma Constitucional de Justicia de 2008.
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EL SISTEMA ACUSATORIO ES GARANTISTA PORQUE…

El garantismo es un concepto teórico complejo y multidimensio-

nal –acuñado por la teoría general del mismo nombre, referi-

da tanto al debido proceso penal como a la filosofía política y 

la teoría del Estado. Éste concibe las relaciones entre las perso-

nas y el poder público como esencialmente asimétricas y, por 

lo mismo, conflictivas. Es así que el orden social basado en un 

Estado constitucional de derecho es aquel que limita el ejercicio del 

poder público dotándonos a las personas de un conjunto de ga-

rantías mínimas de protección.23

Para este manual periodístico optamos por basarnos en la 

teoría general del garantismo no sólo porque nutre el paradig-

ma acusatorio bajo el que se reforma hoy el Sistema de Justicia 

Penal mexicano, sino porque abreva del pensamiento humanís-

tico de la justicia penal, el espíritu de los derechos humanos y 

la noción de legalidad como limitante crítica del poder público.

23  Si te interesa esta teoría, consulta Ferrajoli (1995).

LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS
EN SITUACIÓN DE VÍCTIMAS HOY

III
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En contraposición con el viejo paradigma inquisitivo que 

pretende dejarse atrás mediante la reforma constitucional de 

junio de 2008, el sistema de justicia penal acusatorio es ga-

rantista porque concibe la justicia penal no como la aplicación 

formalista y burocrática de leyes y procedimientos para cas-

tigar a quien supuestamente resulte “culpable”, sino como la 

política pública que institucionaliza el conflicto penal. Para 

ello persigue, ante todo, dilucidar la verdad jurídica con res-

peto a la legalidad y los derechos humanos de los sujetos proce-

sales –es decir, a las partes protagonistas de dicho conflicto–, y 

propicia de ese modo su transformación pacífica.

Lo es también porque prioriza los intereses legítimos de 

la persona víctima, sin que esto implique en forma alguna 

dejar en segundo plano o irrespetar los de la persona acu-

sada –que, de acuerdo con el Artículo 20 constitucional, es 

inocente mientras no determinen su culpabilidad a través de 

una sentencia condenatoria en un juicio, al final del proceso.

Esto conforma el derecho humano al debido proceso –pre-

visto en el Derecho Internacional Público– y el mandato cons-

titucional es contundente en ese sentido: “El proceso penal 

tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger al 

inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los 

daños causados por el delito se reparen” (2017: Artículo 20). 

El debido proceso penal, a su vez, deriva y se complementa 

del orden más amplio de los derechos humanos al que da vigen-

cia actualmente el Artículo 1º de la Constitución (2017) cuando, 

como citamos también en el Apartado II, establece que: 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas 

gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 

Constitución y en los tratados internacionales de los que 

el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías  

para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 
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ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 

que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se inter-

pretarán de conformidad con esta Constitución y con los 

tratados internacionales de la materia favoreciendo en 

todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 

tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-

rantizar los derechos humanos de conformidad con los prin-

cipios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 

investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos 

humanos, en los términos que establezca la ley (2017).

LAS PERSONAS VÍCTIMAS, SEGÚN LA LEY 

De ambos preceptos constitucionales –el de los derechos hu-

manos y el del debido proceso– derivan dos tipos genéricos 

de personas víctimas:

1)	  La que padece un delito.

2)	 Aquella que sufre violaciones a sus derechos humanos.

Sobre esto último, la Ley General de Víctimas (2013) defi-

ne “violación de derechos humanos” como:

Todo acto u omisión que afecte los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución o en los Tratados Inter-

nacionales, cuando el agente sea servidor público en el 

ejercicio de sus funciones o atribuciones o un particular 

que ejerza funciones públicas. También se considera vio-

lación de derechos humanos cuando la acción u omisión 

referida sea realizada por un particular instigado o auto-

rizado, explícita o implícitamente por un servidor públi-

co, o cuando actúe con aquiescencia o colaboración de 

un servidor público (2013: Artículo 6).
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De acuerdo con lo asentado, tan es víctima alguien contra 

quien se cometió un delito o cuyos derechos humanos fueron 

violados sin tener parte en un conflicto penal, como aquella 

persona acusada de cometer un delito que sufre la violación 

de sus derechos humanos durante su detención, procesa-

miento, juicio o aplicación de la sanción penal.

Claramente, no hay personas víctimas legítimas e ilegítimas, 

por más que las narrativas mediáticas así lo expresen de forma 

implícita. Al definir el “hecho victimizante”, es decir, aquel a re-

sultas del que llegamos a la condición de víctimas, la Ley Gene-

ral de Víctimas anota que lo conforman los “Actos u omisiones 

que dañan, menoscaban o ponen en peligro los bienes jurídi-

cos o derechos de una persona convirtiéndola en víctima. Estos 

pueden estar tipificados como delito o constituir una violación 

a los derechos humanos reconocidos por la Constitución y los 

Tratados Internacionales de los que México forme parte” (2013: 

Artículo 6).

Aparte, la propia norma establece que toda persona víc-

tima de un delito o la violación de derechos humanos que al 

acudir a las instituciones se le conculquen sus derechos por 

esa razón sufrirá “victimización secundaria” o revictimiza-

ción (Artículo 5).

Es fundamental tener esto presente en todo momento 

porque, bajo la mentalidad inquisitiva prevaleciente en la co-

municación oficial de las instituciones públicas y su correla-

to en el espacio noticioso industrial, generalmente se impone 

la absurda preconcepción expuesta en el Apartado II de víc-

timas legítimas e ilegítimas, donde estas últimas, al ser encon-

tradas culpables en juicio mediático, perderían supuestamente 

su condición de víctimas.
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Veamos este otro ejemplo:

Esta nota se refiere al caso de las 22 personas que habrían 

sido asesinadas (en lo que, como en otros casos, se utilizó el eu-

femismo “abatidas”) por militares el 30 de junio de 2014, en el 

municipio de Tlatlaya, Estado de México, mismo que meses 

después trascendería internacionalmente.

A pesar de que desde el inicio el contenido de esta pie-

za matiza advirtiendo que las víctimas son “supuestos sica-

rios”, el encabezado es contundente: “Mueren 22 sicarios en 

choque con Sedena” (Ángel, 2014).

Aunque de manera desusada en la narrativa mediáti-

ca habitual, aquí se alude positivamente a “víctimas”, pero 

a continuación se incluye una serie de informaciones que 

las criminalizan o deslegitiman como tales. Por ejemplo, se 

consigna que los hechos se inscriben “dentro de la estrate-

gia permanente [del gobierno federal] contra el narcotrá-

fico” y que sucedieron en un territorio “considerado base 

operativa del grupo criminal denominado Guerreros Uni-

dos, y zona en la que ya se habían registrado agresiones en 

contra de militares”.
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Por esta acostumbrada vía expeditiva, súbitamente dichas 

personas pasan de víctimas mortales a “sicarios” y “delincuen-

tes”, cuando la nota precisa que “apenas ayer este diario publicó 

que en los últimos dos años, el Ejército mexicano ha registrado 

mil ataques en contra de sus elementos”. “Elementos”, he aquí 

otro cliché despersonalizante para referirse a miembros de las 

Fuerzas Armadas y, en otros casos, a oficiales de policía.

Tal como sucede en ejemplos anteriores, desde el princi-

pio el periodista narra los hechos como si los hubiera ates-

tiguado y su fuente no aparece sino párrafos adelante, de 

manera incidental, al apuntar que “la información” fue “con-

firmada por la Secretaría de la Defensa Nacional”.

Lo anterior es significativo porque, habiéndose apropiado 

de la historia tal cual si la hubiera vivido y no tuviera moti-

vos para dudar de la veracidad de su fuente, el único momen-

to en el que, paradójicamente, el periodista actúa con la debida 

suspicacia profesional es justo al consignar la situación de las 

víctimas sobrevivientes: “Tres mujeres, que al parecer se en-

contraban secuestradas según su propia versión, fueron tras-

ladadas a la Procuraduría General de la República (pgr) para 

que rindieran declaración”.24

Singular moraleja mediática: la fuente institucional men-

cionada es totalmente fiable per se; las personas sobrevivien-

tes… no necesariamente.25

24 Las implicaciones judiciales que ha tenido el caso evidencian una vez más 
que la realidad suele ser mucho más compleja y que los periodistas necesitamos 
profesionalizarnos para informar con rigor, independencia y progresividad (lo 
mismo que con pleno respeto a las víctimas, sin discriminarlas). Si bien hasta 
ahora ocho miembros del Ejército mexicano han sido absueltos por la justicia 
militar, la Procuraduría General de la República (pgr) mantiene la investiga-
ción por probables violaciones graves a derechos humanos, en tanto que la “Re-
comendación no. 51/2014” de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos a 
la Secretaría de la Defensa Nacional, la pgr y el Gobierno del Estado de México 
(disponible en: https://goo.gl/hKH8at), contradice diversos aspectos cruciales 
contenidos en la versión pública de la pgr y advierte que algunas de las vícti-
mas mortales pudieron sufrir “ejecución” por parte de los militares.
25  Esta lógica de la víctima cuestionable desdice del principio de “buena fe” esta-
blecido en la Ley General de Víctimas: “Las autoridades presumirán la buena 
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DERECHOS ESPECÍFICOS DE LAS PERSONAS 

VÍCTIMAS EN LA CONSTITUCIÓN

Como hemos insistido, lo real es que la Constitución mexica-

na (2017) no distingue en cuanto a la calidad de las personas 

víctimas. Para ella, con base en el debido proceso penal, al 

hallarnos en tal condición de manera automática todos goza-

mos de los derechos a:

I. 	 Recibir asesoría jurídica; ser informado de los dere-

chos que en su favor establece la Constitución […];

II. 	 Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reci-

ban todos los datos o elementos de prueba con los 

que cuente, tanto en la investigación como en el pro-

ceso, a que se desahoguen las diligencias correspon-

dientes, y a intervenir en el juicio e interponer los 

recursos en los términos que prevea la ley […];

III. 	 Recibir, desde la comisión del delito, atención médica 

y psicológica de urgencia;

IV.	 Que se le repare el daño. En los casos en que sea pro-

cedente, el Ministerio Público estará obligado a soli-

citar la reparación del daño, sin menoscabo de que la 

víctima u ofendido lo pueda solicitar directamente, y 

el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha 

reparación si ha emitido una sentencia condenatoria.

	 La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las 

sentencias en materia de reparación del daño;

V. 	 Al resguardo de su identidad y otros datos personales 

en los siguientes casos: cuando sean menores de edad; 

cuando se trate de delitos de violación, trata de perso-

fe de las víctimas. Los servidores públicos que intervengan con motivo del ejer-
cicio de derechos de las víctimas no deberán criminalizarla o responsabilizarla 
por su situación de víctima y deberán brindarle los servicios de ayuda, atención 
y asistencia desde el momento en que lo requiera, así como respetar y permitir 
el ejercicio efectivo de sus derechos” (2013: Artículo 5).
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nas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a jui-

cio del juzgador sea necesario para su protección [...]

	 El Ministerio Público deberá garantizar la protección 

de víctimas, ofendidos, testigos y en general todos los 

sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces de-

berán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación;

VI. 	 Solicitar las medidas cautelares y providencias necesa-

rias para la protección y restitución de sus derechos, y

VII. Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Mi-

nisterio Público en la investigación de los delitos, así 

como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desis-

timiento de la acción penal o suspensión del proce-

dimiento cuando no esté satisfecha la reparación del 

daño (2017: Artículo 20).

DERECHOS DEL DEBIDO PROCESO DE LAS

PERSONAS VÍCTIMAS

Derivadas del fundamento constitucional (Artículo 20), las ga-

rantías judiciales de la persona víctima en tanto sujeto procesal se 

hallan en el Código Nacional de Procedimientos Penales (Presi-

dencia de la República, 2014: Artículos 109 y 110). Éstos inclu-

yen, entre otras, las de acceso a la justicia y a intervenir como 

coadyuvante en el procedimiento; a la protección de su vida o 

integridad personal; a recibir atención médica y psicológica, lo 

mismo que a la asistencia migratoria o a un intérprete traductor 

si es el caso; a un asesor jurídico gratuito; a comunicarse con un 

familiar y con su asesor jurídico inmediatamente; a ser tratada 

con respecto y dignidad, y a no ser discriminada; a la restitu-

ción de sus derechos y a la reparación del daño, y “A participar 

en los mecanismos alternativos de solución de controversias”. 

La figura del asesor jurídico (Artículo 110) es de especial re-

levancia, pues equivale a la del defensor en el caso de la persona 

imputada, propiciándose el equilibrio entre los intereses legí-
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timos de las partes procesales. Además, dicho asesor tiene los 

mismos derechos que el ministerio público.26 Por lo tanto, hemos 

tenido un cambio radical, otorgándole derechos a la víctima. 

Igualmente, las personas víctimas tiene el derecho: 

[…] al resguardo de su identidad y demás datos perso-

nales cuando sean menores de edad, se trate de delitos 

de violación contra la libertad y el normal desarrollo psi-

cosexual, violencia familiar, secuestro, trata de personas 

o cuando a juicio del Órgano jurisdiccional sea necesario 

para su protección, salvaguardando en todo caso los de-

rechos de la defensa (Presidencia de la República, 2014).

En tanto que:

[…] en el caso de que las víctimas sean personas menores 

de dieciocho años, el Órgano jurisdiccional o el Ministerio 

Público tendrán en cuenta los principios del interés supe-

rior de los niños o adolescentes, la prevalencia de sus de-

rechos, su protección integral y los derechos consagrados 

en la Constitución, en los Tratados, así como los previstos 

en el presente Código (Presidencia de la República, 2014).

Además, “para los delitos que impliquen violencia contra 
las mujeres, se deberán observar todos los derechos que 
en su favor establece la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia y demás disposiciones 
aplicables” (Presidencia de la República, 2014).

26 Significa que puede interponer recursos, apelaciones, revocaciones, ofrecer prue-
bas, impugnar las resoluciones y omisiones del ministerio público, y reclamarlas 
ante el juez de control. También, interrogar, contrainterrogar, ejercer la acción penal 
privada, presentar alegatos de apertura y de clausura y presentar amparos directos 
–no sólo impugnar la reparación del daño, sino, mediante el amparo directo, solici-
tar que ésta se le conceda y se revoque una sentencia absolutoria.
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TIPOS LEGALES DE PERSONAS VÍCTIMAS 

Adecuada a los Artículos 1º y 20 constitucionales sobre los de-

rechos humanos y el debido proceso penal, aparte de incorporar 

los derechos de la personalidad –como aquellos a la dignidad, la 

vida privada y la protección de datos personales–, la Ley Gene-

ral de Víctimas (2013) tampoco discrimina a las personas vícti-

mas por su supuesta calidad moral o legal. Las clasifica a partir 

del daño sufrido por el delito o la violación de sus derechos.

Denomina víctimas directas a las:

[...] personas físicas que hayan sufrido algún daño o me-

noscabo económico, físico, mental, emocional, o en gene-

ral cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes jurí-

dicos o derechos como consecuencia de la comisión de un 

delito o violaciones a sus derechos humanos reconocidos 

en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los 

que el Estado Mexicano sea Parte (2013, Artículo 4).

Asimismo, llama víctimas indirectas a familiares o perso-

nas a cargo de la víctima directa en “relación inmediata con 

ella”, así como víctimas potenciales a aquellas “cuya integridad 

física o derechos peligren por prestar asistencia a la víctima 

ya sea por impedir o detener la violación de derechos o la co-

misión de un delito” (2013, Artículo 4).

Aparte, “son víctimas los grupos, comunidades u organi-

zaciones sociales que hubieran sido afectadas en sus derechos, 

intereses o bienes jurídicos colectivos como resultado de la co-

misión de un delito o la violación de derechos” (2013: Artículo 4).

PRINCIPIOS DE LA POLÍTICA PÚBLICA

SOBRE VÍCTIMAS

En este sentido, no es casual que los principios de la política 

pública sobre víctimas establecidos en la misma Ley General 
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de Víctimas (2013: Artículo 5) inicien con el correspondiente 

a la “Dignidad”: “un valor, principio y derecho fundamental 

base y condición de todos los demás. Implica la comprensión 

de la persona como titular y sujeto de derechos y a no ser ob-

jeto de violencia o arbitrariedades por parte del Estado o de 

los particulares”, lo cual deriva del Artículo 1º constitucional.

Vale destacar el principio de “Enfoque diferencial y espe-

cializado”, por el cual:

Las autoridades que deban aplicar esta Ley ofrecerán, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, garantías 

especiales y medidas de protección a los grupos expues-

tos a un mayor riesgo de violación de sus derechos, como 

niñas y niños, jóvenes, mujeres, adultos mayores, perso-

nas en situación de discapacidad, migrantes, miembros 

de pueblos indígenas, personas defensoras de derechos 

humanos, periodistas y personas en situación de despla-

zamiento interno. En todo momento se reconocerá el in-

terés superior del menor (2013: Artículo 5).

El “enfoque transformador” impone a dichas autoridades 

hacer “los esfuerzos necesarios encaminados a que las medidas 

de ayuda, protección, atención, asistencia y reparación integral a 

las que tienen derecho las víctimas contribuyan a la eliminación 

de los esquemas de discriminación y marginación que pudieron 

ser la causa de los hechos victimizantes” (2013: Artículo 5).

Los principios de “Igualdad y no discriminación” impli-

can que:

En el ejercicio de los derechos y garantías de las víctimas 

y en todos los procedimientos a los que se refiere la pre-

sente Ley, las autoridades se conducirán sin distinción, 

exclusión o restricción, ejercida por razón de sexo, raza, 
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color, orígenes étnicos, sociales, nacionales, lengua, reli-

gión, opiniones políticas, ideológicas o de cualquier otro 

tipo, género, edad, preferencia u orientación sexual, es-

tado civil, condiciones de salud, pertenencia a una mi-

noría nacional, patrimonio y discapacidades, o cualquier 

otra que tenga por objeto o efecto impedir o anular el re-

conocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad 

real de oportunidades de las personas. Toda garantía o 

mecanismo especial deberá fundarse en razones de en-

foque diferencial (2013: Artículo 5).

El principio de “Máxima protección” obliga a “toda auto-

ridad de los órdenes de gobierno” a “velar por la aplicación 

más amplia de medidas de protección a la dignidad, libertad, 

seguridad y demás derechos de las víctimas del delito y de 

violaciones a los derechos humanos” (2013: Artículo 5).

Además, “las autoridades adoptarán en todo momento, me-

didas para garantizar la seguridad, protección, bienestar físico 

y psicológico e intimidad de las víctimas” (2013: Artículo 5), en 

cuyo caso no podemos dejar de pensar en los tribunales mediáti-

cos a través de los cuales se revictimiza a personas o se violan de-

rechos humanos de muchas detenidas o acusadas penalmente.

Como citamos ya, este último tema aparece frontalmente 

en el siguiente principio de la propia Ley General de Vícti-

mas (2013: Artículo 5): “No criminalización. Las autoridades 

no deberán agravar el sufrimiento de la víctima ni tratarla en 

ningún caso como sospechosa o responsable de la comisión 

de los hechos que denuncie”.

Aparte, “ninguna autoridad o particular podrá especular 

públicamente sobre la pertenencia de las víctimas al crimen 

organizado o su vinculación con alguna actividad delictiva. La 

estigmatización, el prejuicio y las consideraciones de tipo sub-

jetivo deberán evitarse” (2013: Artículo 5).
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En relación con el anterior, el de “Victimización secunda-

ria” apunta que: 

[...] las características y condiciones particulares de la 

víctima no podrán ser motivo para negarle su calidad. 

El Estado tampoco podrá exigir mecanismos o procedi-

mientos que agraven su condición ni establecer requisi-

tos que obstaculicen e impidan el ejercicio de sus dere-

chos ni la expongan a sufrir un nuevo daño por la conduc-

ta de los servidores públicos (2013: Artículo 5).

El de “Publicidad”, igualmente relacionado con el trabajo de 

los periodistas y los medios noticiosos, prescribe que: “todas 

las acciones, mecanismos y procedimientos deberán ser públi-

cos, siempre que esto no vulnere los derechos humanos de las 

víctimas o las garantías para su protección” (2013: Artículo 5).

Por último, el principio de “Trato preferente” precisa que: 

“todas las autoridades en el ámbito de sus competencias tienen 

la obligación de garantizar el trato digno y preferente a las víc-

timas” (2013: Artículo 5). Esto nos remite una vez más, de for-

ma inevitablemente, a los tribunales mediáticos inducidos desde 

las instituciones y consumados en el espacio noticioso de los 

medios, a través de nuestro desempeño como periodistas.

DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS 

VÍCTIMAS

Establecidos los tipos de víctimas y los principios generales 

que regirán la política pública del Estado mexicano en la ma-

teria –a partir de los derechos humanos, del debido proceso 

y los de la personalidad previstos en la Constitución y nor-

mas secundarias como las aludidas–, la Ley General de Víc-

timas (2013) desglosa, en su “Título Segundo”, “los derechos 

de las víctimas”, divididos en los siguientes rubros:
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	 • De los derechos en lo general de las víctimas.

	 • De los derechos de ayuda, asistencia y atención.

	 • Del derecho de acceso a la justicia.

	 • De los derechos de las víctimas en el proceso penal.

	 • Del derecho a la verdad.

	 • Del derecho a la reparación integral.

De los anteriores, seleccionaremos los de mayor relevan-
cia para el ejercicio de un periodismo profesional, compro-
metido con el respeto y la defensa a los derechos de las 
personas en situación de víctimas, y fiscalizador de las res-
pectivas políticas públicas ciudadanas. Las personas vícti-
mas tienen las siguientes prerrogativas a:
• 	 La investigación de los hechos para “identificación y 

enjuiciamiento” de los responsables de la violación de 
sus derechos humanos.

• 	 “[…] ser tratadas con humanidad y respeto de su digni-
dad y sus derechos humanos”.

• 	 “[…] recibir ayuda, asistencia y atención en forma 
oportuna, rápida, equitativa, gratuita y efectiva”.

• 	 “[…] la verdad, a la justicia y a la reparación integral”.
• 	 La protección, misma que incluye –¡atención!– “el dere-

cho a la protección de su intimidad contra injerencias 
ilegítimas, así como derecho a contar con medidas de 
protección eficaces cuando su vida o integridad perso-
nal o libertad personal sean amenazadas o se hallen en 
riesgo en razón de su condición de víctima y/o del ejer-
cicio de sus derechos” (2013: Artículo 7).

• 	 “[…] que las políticas públicas que son implementa-
das con base en la presente Ley tengan un enfoque 
transversal de género y diferencial, particularmente 
en atención a la infancia, los adultos mayores, la pobla- 
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	 ción indígena y las personas en situación de desplaza-
miento interno” (2013: Artículo 7).

• 	 No ser discriminadas.
• 	 Tratamiento de rehabilitación física y psicológica.
• 	 La justicia, el acceso a la justicia y, en general, el debido 

proceso penal.
• 	 Ayuda provisional, cuando sea el caso.

Para garantizar tales derechos, esta legislación de refe-

rencia dispone una serie de mecanismos de política pública 

sobre la protección, asistencia, apoyo, desarrollo, acceso a la 

justicia, reparación integral del daño, restitución, rehabilita-

ción, compensación, satisfacción y no repetición en favor de 

las personas víctimas (2013: Título Tercero).

EL SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS

Precisamente, el Sistema Nacional de Atención a Víctimas 

(Ley General de Víctimas, 2013: Título Sexto) es la “instan-

cia superior de coordinación y formulación de políticas pú-

blicas”, por lo cual:

[ha de] proponer, establecer y supervisar las directri-

ces, servicios, planes, programas, proyectos, acciones 

institucionales e interinstitucionales, y demás políticas 

públicas que se implementen para la protección, ayuda, 

asistencia, atención, acceso a la justicia, a la verdad y a 

la reparación integral a las víctimas en los ámbitos local, 

federal y municipal (2013: Artículo 79).

Asimismo, “para la operación del Sistema y el cumpli-

miento de sus atribuciones”, se “contará con una Comisión 

Ejecutiva y Comisiones de víctimas”, que “tienen la obliga-

ción de atender, asistir y, en su caso, reparar a las víctimas 
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de delitos del fuero común o de violaciones a derechos hu-

manos cometidos por servidores públicos del orden estatal o 

municipal” (2013: Artículo 79).

La ley prevé también el Fondo de Ayuda, Asistencia y Re-

paración Integral, la Asesoría Jurídica Federal o de las en-

tidades federativas, y el Registro Nacional de Víctimas, así 

como la creación de los comités especializados necesarios.

El Fondo de Ayuda lo aporta el Estado como obligado subsi-

diario, para compensar de forma económica a la persona víctima 

en caso de que quien le produjo el daño esté ausente o no pueda 

hacerlo total o parcialmente –si alguien es sentenciado y conde-

nado por ese delito, debe reponer el monto de la compensación 

económica que hubiera sido tomada de dicho fondo público.

La Ley General de Víctimas implica en la política pública 

a los tres poderes de la Unión y a los poderes estatales, a los 

Ayuntamientos, al ministerio público, a la policía y a los or-

ganismos públicos de derechos humanos.27

¿Qué tanto se ha hecho realidad esto que plasma la Ley 

General de Víctimas? Bueno, ya documentamos en el Apar-

tado I que la crisis de violencia y criminalidad no ha dejado 

de producir víctimas, lo mismo que la violación sistemática de 

derechos humanos, sobre todo por parte de las fuerzas de se-

guridad del Estado y el sistema de justicia penal.

Pero la protección de los derechos humanos se ha amplia-

do en la legislación mexicana como nunca antes en la histo-

ria, lo que es una base positiva y estimulante: ahora depende 

de la acción ciudadana reivindicarlos y que se materialicen, 

y en ese camino como periodistas podemos ser sus aliados – 

saliéndonos de la zona de confort que nos proveen la nota roja, 

el infoentretenimiento y la espectacularización noticiosa del 

delito, la violencia y las tragedias personales o comunitarias, 

27  Conoce todo sobre el Sistema Nacional de Atención a Víctimas y su Comisión 
Ejecutiva federal en: http://www.ceav.gob.mx
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obviando los costos sociales de este periodismo depredador 

de las culturas de la legalidad y los derechos humanos.28

AMPARO, MECANISMOS ALTERNOS, SUSPENSIÓN 

DEL PROCEDIMIENTO Y PROCEDIMIENTO 

ABREVIADO

La Ley General de Víctimas (2013) establece los derechos hu-

manos de las personas víctimas del delito, así como los prin-

cipios, lineamientos, mecanismos y recursos de la política 

pública para garantizar sus derechos, previendo específica-

mente la asesoría jurídica, la atención especializada, el acceso 

a la justicia, el resarcimiento del daño y la justicia restaurativa.

Existen además normas que podemos considerar comple-

mentarias, como la nueva Ley de Amparo y la Ley Nacional 

de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en 

Materia Penal, ambas resultado de la gran transformación es-

tructural de la justicia y los derechos humanos en México.

La primera limita el ejercicio del poder público respecto 

de las personas, protegiéndonos de violaciones a los dere-

chos humanos, a través de la promoción del juicio de amparo 

–incluida la solicitud de suspensión provisional del acto reclama-

do– por quien se considere agraviado.

La Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución 
de Controversias en Materia Penal sienta: 

[…] los principios, bases, requisitos y condiciones de los 

mecanismos alternativos de solución de controversias en 

materia penal que conduzcan a las Soluciones Alternas  

 

28 Para una aproximación al análisis sociológico, histórico y práctico del 
periodismo policial y judicial desde la decimonónica nota roja y sus raíces 
medievales, hasta el infoentretenimiento como frame noticioso característico de las 
industrias culturales en la globalización, consultar Lara Klahr y Barata (2009).
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previstas en la legislación procedimental penal aplicable.

Los mecanismos alternativos de solución de controver-

sias en materia penal tienen como finalidad propiciar, a 

través del diálogo, la solución de las controversias que 

surjan entre miembros de la sociedad con motivo de la 

denuncia o querella referidos a un hecho delictivo, me-

diante procedimientos basados en la oralidad, la econo-

mía procesal y la confidencialidad (2014: Artículo 1).

Según la ley en cuestión dichos mecanismos son la me-
diación, la conciliación y la junta restaurativa (Artículo 3). 
Asimismo, esta legislación establece las reglas para su apli-
cación –entre ellas, que las partes los suscriban voluntaria-
mente, en condiciones de igualdad, equidad y siempre bajo 
control judicial–, a través del acuerdo reparatorio, cuyo ple-
no cumplimiento extinguirá la acción penal (Artículo 35).
Por su parte, el Código Nacional de Procedimientos Pena-
les (Presidencia de la República, 2014) prevé las soluciones 
alternas, que abarcan los acuerdos reparatorios y la sus-
pensión condicional del proceso (Artículo 184), así como 
formas de terminación anticipada del proceso, a través 
del procedimiento abreviado (Artículo 185) y que también 
exigen una serie de requisitos legales (Capítulos II, III y IV).

Consideremos la importancia especial de los mecanismos al-

ternativos y, de manera relativa, del procedimiento abreviado29 en 

el amplio marco garantista del paradigma acusatorio –base de la 

29  Por su diseño normativo en México, el procedimiento abreviado posee as-
pectos controversiales, porque, entre otras cosas, no implica el ofrecimiento 
y desahogo de pruebas, ni un verdadero juicio, lo cual impide cumplir con el 
mandato constitucional (Artículo 20) relativo al esclarecimiento de los hechos. 
En consecuencia, implica el riesgo de que una persona inocente pueda ser de-
clarada culpable. Además, si al final del procedimiento la persona imputada es 
absuelta, no obstante que ya aceptó su responsabilidad en el delito y garantizó 
la reparación del delito, la persona víctima quedará indefensa.
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reforma estructural de la justicia y los derechos humanos en cur-

so. Respectivamente, a través de la mediación y la conciliación, y 

de la simplificación procesal, se da prioridad al resarcimiento del 

daño y el restablecimiento de los derechos de la persona víctima. 

Al mismo tiempo se acelera la vía pacífica expedita para la reso-

lución del conflicto penal, evitando que éste se agrave y, de for-

ma eventual, produzca más violencia o que sea encausado por la 

costosa vía procesal ordinaria, la cual debiera dejarse sobre todo 

para los delitos que causan mayor daño social.30

DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES

EN EL SISTEMA ACUSATORIO31

Ahora abordaremos el tema central de la perspectiva de gé-

nero y los derechos humanos de las mujeres a partir de la 

Reforma Constitucional de Seguridad y Justicia de 2008. 

Antes, detengámonos unos minutos para analizar ilustrati-

vamente un caso de feminicidio en la Ciudad de México a tra-

vés de sus lamentables implicaciones mediáticas.

 Muestras como la siguiente refuerzan nuestra convic-

ción de que el periodismo industrial sobre violencia y delito 

predominante, más que informar al público, es un mecanis-

mo masivo de reproducción, diseminación y reforzamiento 

de valores, en este caso, sexistas, criminalizantes y legitima-

dores de la violencia machista, así como de prácticas ilegales 

que llevan a la difusión de información protegida por la ley.

30  Para tener una visión social, no inquisitiva, acerca de la criminalidad y la 
crisis de seguridad y justicia se recomienda consultar Centro de Investigación 
para el Desarrollo A. C. (2013).
31 Una útil fuente de referencia es la Norma Oficial Mexicana NOM-046-
SSA2-2005 (2009).
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Esta historia periodística con válidas ambiciones investi-
gativas y literarias (Sánchez González, 2014), que da noti-
cia de un feminicidio en la Ciudad de México, produjo gran 
resonancia crítica sobre todo a través de las redes socia-
les digitales, por su singular abordaje32 –las protestas in-
cluyeron una petición desde la plataforma change.org, 
acusando un enfoque periodístico francamente misógino 
y criminalizante de la mujer víctima.33

Y es que su enfoque refleja la manera como desempeña-
mos muchas veces nuestra profesión periodística inmersa 
en un contexto sociocultural de raigambre autoritaria, en 
la cual se inscribe la mentalidad inquisitiva de la seguridad 
y la justicia penal.
El periodista desgrana la historia como si fuera el juzga-
dor en quien ha de recaer constitucionalmente determinar 
la verdad penal y como si fuera éticamente válido su acto 
de suplantación de la fuente informativa. Excepto al final, 
como en otros casos ya ejemplificados en estas páginas, el 
autor se erige en fuente al no precisar de dónde obtuvo los 
datos ni que los diálogos, pensamientos, emociones y es-
cenas que reproduce podrían no ser veraces ni le constan.
Al narrativizar opta por justificar los valores y actos del 
joven imputado penalmente, “diagnosticándolo” y “en-
juiciándolo” de forma compasiva, mientras que, en os-
tensible contraste, responsabiliza a la propia persona 
víctima del daño que se le infligió con violencia tan ex-
trema como artera.
La historia posee de principio a fin un inquietante aire 
lombrosiano: él, un muchacho de clase media, carismáti-

32  Una versión de este breve análisis se puede consultar en: Lara Klahr (2014b).
33  Elisa Godínez, la peticionaria, quien exigía al director de esa revista, Ignacio 
Rodríguez Reyna, “la retractación pública y por escrito de Alejandro Sánchez 
González y una disculpa abierta para la familia de Sandra Camacho”, disponible 
en: https://goo.gl/rW8eM7.
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co, educado y musicalmente virtuoso, habituado a ser un 
“ganador”, no merecía tal destino, al margen de los actos 
criminales que se le atribuyen. Ella, en cambio, pobre, igno-
rante e intolerable, se ganó su destino a pulso –y quizá has-
ta lo tenía bien merecido–; de hecho, esto es lo único que al 
parecer habría hecho bien a lo largo de su vida: buscarse su 
asesinato a golpes.
A la fiscal, su propia acusadora, el muchacho le inspira inu-
sitados sentimientos de empatía y compasión. Sin exage-
raciones, el mensaje edificante tácito de esta recreación 
ficcional presentada como periodismo podría ser: “Una ne-
cia nunca debió burlarse de un triunfador”.
En términos de legalidad y justicia penal, esta historia 
plantea adicionalmente una perspectiva digna de mirar-
se con mayor detenimiento: es común que funcionarias o 
funcionarios del sistema de justicia penal en México fil-
tren anónimamente información protegida por ley. En este 
caso, a juzgar por lo que cita el reportaje, hay dos funciona-
rios públicos a la vista, la fiscal Claudia Cañizo y un “perito 
sicológico”, ambos de la Procuraduría General de Justicia 
del Distrito Federal. Aparte, el periodista hace saber que 
tuvo acceso a “expedientes judiciales”.
Estos servidores públicos identificados incurrieron even-
tualmente en violaciones a los derechos humanos de am-
bos jóvenes que protagonizan el caso, pero, hasta donde 
se sabe, de forma institucional no se presentó ni siquiera 
una denuncia ni mucho menos se deslindaron las respon-
sabilidades administrativas, civiles y penales previstas en 
el marco legal –por hacer uso para fines privados de infor-
mación reservada legalmente.
En cuanto a la adolescente víctima de este feminicidio y su 
familia, se violaron desde dicho sistema sus derechos a la  
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dignidad, la intimidad, la no discriminación, a no ser someti-
dos a tratos inhumanos, crueles o degradantes, a la protec-
ción de datos personales y a la reivindicación de su memoria 
histórica. Por parte del joven sometido a proceso penal, se 
afectaron sus derechos a la presunción de inocencia –en la 
historia se le considera culpable no obstante que no había 
sido juzgado; desde luego, por el escaso tiempo transcurri-
do desde que sucedió el caso–, su propia imagen y dignidad, 
y la protección de datos personales, entre otros.34

Todos esos derechos aludidos, según hemos visto ya, los 
contienen lo mismo la Constitución que las normas secun-
darias penales, además de las de responsabilidad de los y 
las servidoras públicas del Distrito Federal y la Ley Gene-
ral de Víctimas.

Hecha esta introducción, conozcamos lo básico acerca de 

los derechos humanos de las mujeres, sobre todo en el ámbi-

to de la seguridad y la justicia. Éstos han ido incorporándose 

de forma transversal a la Constitución y ciertas leyes secun-

darias durante la última década –o sea, aún antes de la tan 

nombrada reforma constitucional de 2008.

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia data de 2007 y ha ido reformándose para ar-
monizarla con la reforma estructural de la justicia y los 
derechos humanos. Ésta se finca en el universo de los de-
rechos humanos de las mujeres fijados en la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimina- 

34  El Código Nacional de Procedimientos Penales –que en la época de este caso 
ciertamente no había entrado en vigor plenamente– prevé que la persona im-
putada de delito tienen los derechos a “ser considerado y tratado como inocente 
hasta que se demuestre su responsabilidad”, “no ser expuesto a los medios de 
comunicación” y “no ser presentado ante la comunidad como culpable” (Presi-
dencia de la República, 2014: Artículo 113).
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ción contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos del  
Niño (y la Niña) y la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer –
también denominada Convención de Belem Do Pará.35

Hemos de ver la ley anterior desde sus vasos comunican-

tes respecto de otros ordenamientos. Como base, la Constitu-

ción prohíbe de manera expresa la discriminación de género 

(Artículo 1º) y establece la igualdad entre mujeres y hombres 

(Artículo 4º).

En cuanto al debido proceso, tratándose de las personas 

en situación de víctimas, como expusimos ya, el Artículo 20 

constitucional ordena protecciones adicionales ante delitos 

donde, en parte, las personas afectadas son predominante-

mente niñas y mujeres, y tienen el derecho: 

Al resguardo de su identidad y otros datos personales 

en los siguientes casos: cuando sean menores de edad; 

cuando se trate de delitos de violación, trata de personas, 

secuestro o delincuencia organizada; y cuando a juicio del 

juzgador sea necesario para su protección, salvaguardan-

do en todo caso los derechos de la defensa (2017).

Por su parte, la Ley General de Víctimas (2013) dispone 

que: “las autoridades que deban aplicar esta Ley ofrecerán, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, garantías es-

35  La incorporación transversal de la perspectiva de género en el marco norma-
tivo e institucional mexicano se relaciona, en gran medida, con la “Sentencia del 
Campo Algodonero” (2009), dictada por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos contra el gobierno mexicano, con fundamento en la Convención Be-
lem do Pará y otros tratados internacionales, a propósito de tres casos de femi-
nicidio –incluidos los de dos adolescentes– en Ciudad Juárez, Chihuahua. Tanto 
por su incompetencia para proteger los derechos a la integridad, la libertad y la 
vida de estas víctimas, como por no llevar a juicio y castigar a las personas res-
ponsables, propiciando así impunidad y revictimizando a sus familias, la sen-
tencia impuso la reparación del daño a éstas y proveerles el derecho a la justicia. 
Un útil resumen, está disponible en: http://goo.gl/7cEyZF.
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peciales y medidas de protección a los grupos expuestos a 

un mayor riesgo de violación de sus derechos”, incluyendo 

a niñas y mujeres. Aparte, “este principio incluye la adopción 

de medidas que respondan a la atención de dichas particula-

ridades y grado de vulnerabilidad, reconociendo igualmente 

que ciertos daños sufridos por su gravedad requieren de un 

tratamiento especializado para dar respuesta a su rehabilita-

ción y reintegración a la sociedad” (2013: Artículo 5).

Además, prevé expresamente la igualdad y la no dis-

criminación por motivos de género (Artículo 5), y entre las 

“medidas de ayuda inmediata” considera: “servicios de in-

terrupción voluntaria del embarazo en los casos permitidos 

por ley, con absoluto respeto de la voluntad de la víctima”, 

así como “la atención para los derechos sexuales y reproduc-

tivos de las mujeres víctimas” (2013: Artículo 30).

Volviendo a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia (2007), ésta mandata entre los li-
neamientos de política pública con perspectiva de género 
los siguientes principios rectores:
	 I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre;
	 II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres;
	 III. La no discriminación, y
	 IV. La libertad de las mujeres (Artículo 4).
Asienta posteriormente la tipificación de la violencia contra 
las mujeres y los mecanismos de política pública para preve-
nirla, combatirla y erradicarla, así como para el empodera-
miento de las mujeres en los diversos ámbitos sociales.
A propósito del ejemplo periodístico con el que abrimos 
este Apartado (sobre la masacre cometida por militares en 
Tlatlaya, el 30 de junio de 2014), citamos la definición de mi-
soginia que usa la ley antes referida: “Son conductas de odio  
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hacia la mujer y se manifiesta en actos violentos y crueles 
contra ella por el hecho de ser mujer” (2007: Artículo 5), lo  
mismo que los tipos de violencia con implicaciones de géne-
ro que abarcan la agresión psicológica, física, patrimonial, 
económica, sexual y “cualesquiera otras formas análogas 
que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, inte-
gridad o libertad de las mujeres” (2007: Artículo 6).

Esta ley define las modalidades de violencia contra las 

mujeres; considera las que ocurren en los ámbitos familiar, 

laboral y docente, y comunitario e institucional, y da especial 

relevancia a la violencia feminicida y los mecanismos del Es-

tado para afrontarla integralmente. Asimismo, hace hinca-

pié en la protección a la víctima y al sistema nacional que 

regirá la política pública para prevenir, sancionar y erradi-

car esta forma perniciosa de violencia social. 

HACIA UNA NUEVA ETAPA DE LA REFORMA PENAL 

Concluido el término constitucional de ocho años para la im-

plementación del sistema de justicia penal acusatorio (junio 

18, 2016), la reforma del sistema de justicia penal exige hoy una 

nueva fase que requeriría cuando menos una década de esfuer-

zo colectivo, con sus correspondientes desafíos relacionados 

con los derechos de las personas en situación de víctimas.

En este camino, el 28 de abril de ese año ocurrió la apro-

bación de la denominada “Miscelánea penal” por parte del 

Congreso de la Unión y su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación en junio siguiente (2016),36 implicando adecuacio-

nes al Código Nacional de Procedimientos Penales, Código 

Penal Federal, Ley General del Sistema Nacional de Seguri-

dad Pública, Ley Federal para la Protección a Personas que 

Intervienen en el Procedimiento Penal, Ley General para 

36  Disponible en: https://goo.gl/iZNRgl.
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Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, 

Ley de Amparo, Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-

ración y Ley Federal de Defensoría Pública, entre otras que 

incluyen los derechos de las personas víctimas.

Ahora bien, nada de todo lo que hemos visto hasta este 

momento será suficiente si la justicia penal no tiene impacto 

en nuestra vida cotidiana.

En lo que atañe a nuestra función como periodistas, si la 

lectura de este manual está siendo provechosa, disponemos 

ya de la información necesaria para especializarnos en la co-

bertura noticiosa del delito y la violencia. Así, al mismo tiem-

po, contribuiremos con la fiscalización ciudadana del sistema 

de justicia penal para su mejora constante.

Ahora sólo nos falta repensar las delimitaciones de la li-

bertad de expresión frente a los derechos humanos de las 

personas en situación de víctimas y cómo éstos acotan ine-

vitablemente el ejercicio periodístico, sin que ello signifique 

censura o autocensura, sino responsabilidades de los medios 

y de quienes desempeñan el periodismo –y, desde luego, des-

de las áreas de comunicación institucional– ante el Estado 

democrático de derecho.
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DERECHOS (NATURALMENTE) EN TENSIÓN

En el proceso de ingeniería social gradual,37 dentro del que inser-

taríamos la transformación estructural de la justicia penal y 

los derechos humanos en México, hay un aspecto que permea 

su basamento garantista: la construcción de equilibrios demo-

cráticos reales e indispensables, mediante contrapesos. Éstos 

van desde los derechos humanos como límite infranqueable al 

poder público y al sistema de justicia penal, hasta los derechos 

específicos de las personas en su carácter de víctimas e imputa-

das38 frente a los del público a ejercer legítimamente sus liberta-

des de expresión e información, en lo referente al conflicto penal.

Lo simplificamos de esta forma: ante un determinado 

conflicto penal institucionalizado a través del sistema de jus-

37  Es un concepto de Karl R. Popper (2010). Este ensayo de filosofía política trata 
sobre la “sociedad abierta” frente a las poderosas tendencias totalitarias, y la re-
forma democrática gradual con base en la libertad y el método crítico y racional.
38  A propósito, partiendo del Artículo 20 constitucional en lo tocante a las ga-
rantías judiciales de la persona imputada de delito, el Código Nacional de Proce-
dimientos Penales dispone que quien esté en ese caso tendrá los derechos a ser 
“tratado y considerado inocente hasta que se demuestre su responsabilidad”, 
“a no ser expuesto a los medios de comunicación” y “A no ser presentado ante 
la comunidad como culpable” (Presidencia de la República, 2014: Artículo 113).

LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN FRENTE A LOS 
DERECHOS DE LAS PERSONAS VÍCTIMAS

IV
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ticia, ¿pesan igual los derechos del público a la información y 

la libre expresión que los de las personas víctimas al debido 

proceso? ¡Ésta es la cuestión!

Vimos en los apartados anteriores cómo se ha edificado 

de forma progresiva esa dinámica de contrapesos, poniendo 

el énfasis en los derechos humanos de las personas víctimas 

y, dentro de ese universo, en los de las mujeres víctimas del 

delito y la violación de derechos humanos. También aprecia-

mos que el quehacer del periodismo y los medios noticiosos 

en el espacio público tienen implicaciones directas e indirec-

tas en varios de esos derechos.

Es por ello que el marco legal y la deontología profesio-

nal también nos fija límites a nosotros, como una manera 

razonable y justa de equilibrar, en democracia: a) nuestros 

derechos a recibir y publicar información; b) el del público a 

recibirla, y c) los de las personas en situación de víctimas a su 

dignidad, privacidad y honra.

Hay colegas periodistas que opinan que las leyes y los de-

rechos son cosa de abogados y abogadas, mientras que como 

periodistas hemos de dedicarnos, “con pasión”, “a lo que sa-

bemos hacer”. Falso. En nuestro caso, el conocimiento y la 

interiorización de la legalidad no es sólo un imperativo de la 

ciudadanía, sino una infaltable caja de herramientas profesio-

nal, como lo sería la bioética para toda persona que asuma su 

responsabilidad frente a todas las formas de vida y el conse-

cuente respeto a su hábitat natural.

DERECHOS ABSOLUTOS Y RELATIVOS

En relación con el sistema de justicia penal, según vimos, al 

protagonizar un conflicto penal las personas somos blindadas 

legalmente –aunque casi nunca en la práctica– por unas ga-

rantías especiales relativas al debido proceso, consideradas en 

los tratados internacionales y los ordenamientos nacionales.
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Tratándose de las personas víctimas, entre esos derechos des-

tacan aquellos a la dignidad, la privacidad, la asistencia legal y la 

protección de las instituciones implicadas, así como al resguardo 

de la identidad tratándose de personas menores de 18 años y de 

víctimas de los delitos de violación, trata de personas, secuestro 

y delincuencia organizada –algunos de los cuales tienen mayor 

incidencia entre niñas y mujeres.

En esa búsqueda de contrapesos cabe señalar que de principio 

las leyes discriminan explícita e implícitamente entre lo público y 

lo privado –cuyas fronteras casi siempre nos cuesta tanto distinguir 

como periodistas. Así lo hace la Constitución, por principio de cuen-

tas, cuando establece la protección de nuestra vida privada como 

límite a la libre manifestación de las ideas o la de nuestros datos per-

sonales (Artículo 6), al igual que nuestro derecho a no recibir inje-

rencias injustificadas en nuestra vida privada y la inviolabilidad de 

nuestras comunicaciones (Artículo 16).

Como detallamos en el Apartado II, el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas consigna que 

los Estados parte –México lo es– se obligan a garantizar los dere-

chos a la dignidad humana; la no discriminación; la igualdad entre 

hombres y mujeres; a la justicia; a la igualdad ante los tribunales y 

la ley; a no sufrir tortura y otros tratos inhumanos, crueles o degra-

dantes; a la presunción de inocencia o a la defensa. Resalta que no 

establece salvedades, pues son derechos absolutos que se traducen na-

cionalmente en la Constitución y las normas derivadas de ella.

En contraposición, aquellos derechos a la vida, la libertad, la 

vida privada, la honra, la reputación y la libertad de expresión (este 

último previsto en el Artículo 19) son derechos relativos porque, de 

acuerdo con el mismo Pacto, son limitados por otros, dependien-

do de las legislaciones nacionales. Sobre los cinco primeros apunta 

que “nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente” (2017: Ar-

tículo 6), ni “sometido a detención o prisión arbitrarias” o “priva-

do de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo 
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al procedimiento establecido en ésta” (2017: Artículo 9). Tampoco 

“será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, 

su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales 

a su honra y reputación” (2017: Artículo 17).

Por su importancia para nuestra profesión, citemos del Pacto 
lo que corresponde a la libre expresión en tanto derecho hu-
mano (claramente) relativo:

1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este 

derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir infor-

maciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, 

ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o 

por cualquier otro procedimiento de su elección (onu, 1966).

Empero:

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este 

Artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. 

Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, 

que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por 

la ley y ser necesarias para: a) Asegurar el respeto a los de-

rechos o a la reputación de los demás; b) La protección de la 

seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral pú-

blicas (onu, 1966: Artículo 19).

Aparte de que:
“1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por 
la ley.
2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que cons-
tituya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia 
estará prohibida por la ley” (onu, 1966: Artículo 20).
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En cuanto al ámbito de la ética profesional, el ya referi-

do Código Deontológico Europeo de la Profesión Periodísti-

ca (Consejo de Europa, 1993) hace eco del Pacto de Naciones 

Unidas citado al prescribir que:

Además de los derechos y deberes jurídicos que están 

recogidos en las normas jurídicas pertinentes, los me-

dios de comunicación asumen en relación con los ciu-

dadanos y la sociedad, una responsabilidad ética que 

es necesario recordar en los momentos actuales, en los 

que la información y la comunicación revisten una gran 

importancia para el desarrollo de la personalidad de los 

ciudadanos así como para la evolución de la sociedad y la 

vida democrática (Consejo de Europa, 1993: Principio 1).

En este sentido, “el ejercicio del periodismo comprende 

derechos y deberes, libertad y responsabilidad” (Consejo de 

Europa, 1993: Principio 2).39

Entonces, ¿por qué quienes ejercen el periodismo llegan a 

suponer y aun a defender la convicción de que cualquier lí-

mite a nuestra libertad de expresión es un acto de arbitrarie-

dad, abuso de poder y censura?

PRINCIPIOS PROCESALES DEL SISTEMA 

ACUSATORIO Y LIBERTAD DE EXPRESIÓN

El debate social sobre la reforma estructural de la justicia pe-

nal y los derechos humanos se relaciona con la pregunta an-

terior y nace del prejuicio entre parte del gremio periodístico 

de que el sistema acusatorio quebranta la libre expresión y, 

39 Consultar Unesco (1978). La Declaración sobre los Principios Fundamentales 
relativos a la Contribución de los Medios de Comunicación de Masas al For-
talecimiento de la Paz y la Comprensión Internacional, a la Promoción de los 
Derechos Humanos y a la Lucha contra el Racismo, el Apartheid y la Incitación 
a la Guerra, de la UNESCO, es otra referencia apreciable en el tema y puedes 
consultarlo en: https://goo.gl/gWl5PA.
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en consecuencia, impide el pleno ejercicio de nuestra profe-

sión. Este prejuicio supone desmedida la esencia garantista 

del modelo acusatorio, que vela por los derechos de las partes 

en el proceso penal. El debate es tan artificial como innego-

ciable la pretensión de periodistas y medios en cuanto a que 

no sean plenamente protegidos los derechos de las personas 

que afrontan un proceso penal.

Ya ahondamos sobre ello al inicio de este Apartado: el sis-

tema acusatorio contiene ese espíritu de construcción de con-

trapesos democráticos. Posee, por ejemplo, mecanismos de 

rendición de cuentas y transparencia que propician el acceso 

a la información y la libertad de expresión, pero igualmente 

delimitaciones procesales para resguardar los derechos, en 

este caso, de las personas en situación de víctimas.

De nueva cuenta hemos de iniciar por la matriz: el Artículo 

20 constitucional previene que el sistema penal –implemen-

tado con base en la reforma constitucional de 2008– “será 

acusatorio y oral” y “se regirá por los principios de publici-

dad, contradicción, concentración, continuidad e inmedia-

ción” (2017). ¿Qué significa esto? Digámoslo con brevedad –a 

riesgo de resultar esquemáticos–: el principio de publicidad, 

combinado con el de oralidad, garantiza que el proceso penal, 

juicio incluido, transcurra de cara al público, en audiencias 

públicas, salvo excepciones relacionadas también con otros 

derechos humanos –como es el caso de la justicia penal para 

adolescentes, la cual no es propiamente pública.

El principio de inmediación exige que para que haya proce-

so penal deben estar presentes el o la juzgadora, la parte acusa-

dora, la defensa y la persona imputada –aunque no siempre la 

persona víctima y su asesora o asesor jurídico. De esta manera 

el o la juzgadora ha de conocer de primera mano las pruebas.

En tanto, el de contradicción obliga durante el procedimien-

to al o la juzgadora a garantizar la equidad entre las partes, lo 
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que surge de las intervenciones del ministerio público, en quien 

recae la acusación y la carga de la prueba, y la defensa.

Los principios de continuidad y concentración, respecti-

vamente, disponen el establecimiento preciso de reglas que 

aseguren la continuidad de las audiencias en el transcurrir 

del procedimiento y los momentos procesales para ofreci-

miento de los medios probatorios.40 El primero establece que 

el proceso, a través de sus etapas y audiencias, no podrá sus-

penderse –salvo excepciones–, y el segundo, que el desahogo 

de varios actos procesales será en una sola audiencia.

¿Cuáles son las implicaciones de los principios procesales 

en el periodismo judicial? En los hechos, el sistema de justicia 

penal inquisitivo se ha caracterizado por la opacidad y la si-

mulación de justicia, instrumentalizándonos a periodistas y 

medios para criminalizar y juzgar de forma extrajudicial a las 

personas, sobre todo a través de las prácticas formales e infor-

males de comunicación institucional de las policías y las fisca-

lías, produciéndose esa fantasía histriónica de justicia que son 

los tribunales mediáticos y, en general, la exhibición mediática.

Desde el origen del periodismo industrial propiamente 

dicho, a mediados del siglo xix, esto convirtió a periodistas 

policiales y judiciales en un instrumento punitivo del siste-

ma inquisitivo. Y hasta hoy, en la mayoría de los casos, somos 

una subespecialidad profesional mendicante, con severa de-

pendencia de filtraciones de partes policiales, averiguaciones 

previas, expedientes y carpetas de investigación, o de la in-

formación resultante de la exhibición oficial de personas im-

putadas y víctimas del delito y la violencia.

El sistema acusatorio, por lo contrario, en virtud del prin-

cipio de publicidad nos da formalmente el derecho a presen-

ciar las audiencias –desde luego, respetando las condiciones 

40 El Código Nacional de Procedimientos Penales contiene al detalle éstas y 
otras reglas.
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legales impuestas por el o la juzgadora para proteger los dere-

chos de las personas víctima e imputada, y la continuidad del 

procedimiento. Gracias a ello, podemos acceder a la historia 

completa, conforme va construyéndose desde todas las voces 

implicadas, con sus intereses mutuamente contradictorios.

Esto nos permite luego contar al público las incidencias 

del conflicto penal y su desahogo de manera contextual y 

plural, además de constatar personalmente la calidad del 

desempeño de las y los funcionarios del sistema y, en gene-

ral, del servicio público que éste presta a la sociedad.

En suma, nos garantiza la libertad de expresión, inclui-

do el acceso a la información, apenas limitado por los dere-

chos humanos de las personas víctimas e imputadas. Esto 

tal como lo establece el Código Nacional de Procedimientos 

Penales: “Los periodistas y los medios de comunicación po-

drán acceder al lugar en el que se desarrolle la audiencia en 

los casos y condiciones que determine el Órgano jurisdiccio-

nal conforme a lo dispuesto por la Constitución, este Código 

y los acuerdos generales que emita el Consejo” (Presidencia 

de la República, 2014: Artículo 5).

La Constitución, el Código Nacional de Procedimientos 

Penales y otros ordenamientos nacionales sobre acceso a la 

información pública y protección de datos personales, que 

imponen protecciones como la anterior en favor de las perso-

nas que protagonizan el conflicto penal, tienen como fuente 

primigenia el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-

ticos de las Naciones Unidas. Éste apunta que: 

Todas las personas son iguales ante los tribunales y cor-

tes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída 

públicamente y con las debidas garantías por un tribu-

nal competente, independiente e imparcial, establecido 

por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de 
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carácter penal formulada contra ella o para la determi-

nación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. 

La prensa y el público podrán ser excluidos de la totali-

dad o parte de los juicios por consideraciones de moral, 

orden público o seguridad nacional en una sociedad de-

mocrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada 

de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en 

opinión del tribunal, cuando por circunstancias especia-

les del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los inte-

reses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal 

o contenciosa será pública, excepto en los casos en que 

el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las 

acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tu-

tela de menores (onu, 1966: Artículo 14).

OTRAS PROTECCIONES LEGALES QUE LIMITAN

A LOS MEDIOS Y AL PERIODISMO

Entre las normas actuales que van más allá del procedimien-

to penal, mencionamos tres que consideran expresamente la 

comunicación y la publicidad. Por ello pueden sernos útiles 

al abordar periodísticamente casos de interés público donde 

haya personas en condición de víctimas: 1) Ley General de 

Víctimas, 2) Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, y 3) la Ley General de Acceso de las Mujeres a 

una Vida Libre de Violencia.

La Ley General de Víctimas, de manera genérica, impone 

al gobierno federal la obligación de “vigilar y promover di-

rectrices para que los medios de comunicación fortalezcan 

la dignidad y el respeto hacia las víctimas”, así como “san-

cionar conforme a la ley a los medios de comunicación que 

no cumplan con lo estipulado en la fracción anterior” (2013: 

Artículo 115).
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De forma semejante, la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes indica que:

[...] en los casos en que niñas, niños y adolescentes sean 

víctimas de delitos se aplicarán las disposiciones de la 

Ley General de Víctimas y demás disposiciones que re-

sulten aplicables. En todo caso, los protocolos de aten-

ción deberán considerar su edad, desarrollo evolutivo, 

cognoscitivo y madurez para la implementación de las 

acciones de asistencia y protección (2014: Artículo 49). 

Asimismo, apunta que las autoridades:

[…] garantizarán la protección de la identidad e intimi-

dad de niñas, niños y adolescentes que sean víctimas, 

ofendidos, testigos o que estén relacionados de cual-

quier manera en la comisión de un delito, a fin de evitar su 

identificación pública. La misma protección se otorgará 

a adolescentes a quienes se les atribuya la realización o 

participación en un delito, conforme a la legislación apli-

cable en la materia (2014: Artículo 79).

Ahora bien, en cuanto al punto que nos toca directamen-

te, señala que:

Los medios de comunicación deberán asegurarse que las 

imágenes, voz o datos a difundir, no pongan en peligro, de 

forma individual o colectiva, la vida, integridad, dignidad 

o vulneren el ejercicio de derechos de niñas, niños y ado-

lescentes, aun cuando se modifiquen, se difuminen o no 

se especifiquen sus identidades, y evitarán la difusión de 

imágenes o noticias que propicien o sean tendientes a su 
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discriminación, criminalización o estigmatización, en con-

travención a las disposiciones aplicables.

En caso de incumplimiento a lo establecido en el presen-

te artículo, niñas, niños o adolescentes afectados, por 

conducto de su representante legal o, en su caso, de la Pro-

curaduría de Protección competente, actuando de oficio o 

en representación sustituta, podrá promover las acciones 

civiles de reparación del daño e iniciar los procedimientos 

por la responsabilidad administrativa a que haya lugar; así 

como dar seguimiento a los procedimientos hasta su con-

clusión. Niñas, niños o adolescentes afectados, conside-

rando su edad, grado de desarrollo cognoscitivo y madurez, 

solicitarán la intervención de las Procuradurías de Protec-

ción. En los procedimientos civiles o administrativos que 

sean iniciados o promovidos por quienes ejerzan la patria 

potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y ado-

lescentes, la Procuraduría de Protección competente ejer-

cerá su representación coadyuvante (2014: Artículo 80).

En igual sentido:

En los procedimientos ante órganos jurisdiccionales, se 

podrá solicitar que se imponga como medida cautelar la 

suspensión o bloqueo de cuentas de usuarios en medios 

electrónicos, a fin de evitar la difusión de información, 

imágenes, sonidos o datos que puedan contravenir el in-

terés superior de la niñez. El órgano jurisdiccional, con 

base en este artículo y en las disposiciones aplicables, 

podrá requerir a las empresas de prestación de servicios 

en materia de medios electrónicos que realicen las ac-

ciones necesarias para el cumplimiento de las medidas 

cautelares que ordene (2014: Artículo 81).
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Y un refuerzo: “las autoridades […] garantizarán que en 

los procedimientos jurisdiccionales en que estén relacionadas 

niñas, niños o adolescentes como probables víctimas del deli-

to o testigos, de conformidad con su edad, desarrollo evolutivo, 

cognoscitivo y grado de madurez”, sean adoptadas “las medidas 

necesarias para evitar la revictimización” (2014: Artículo 86).

En predecible sintonía con las normas anteriores, la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libr e de Violencia 
dispone que entre las facultades del Programa Integral para 
Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra 
las Mujeres está la de “vigilar que los medios de comunica-
ción no fomenten la violencia contra las mujeres y que favo-
rezcan la erradicación de todos los tipos de violencia, para 
fortalecer el respeto a los derechos humanos y la dignidad 
de las mujeres” (2007: Artículo 38).
En cuanto a las obligaciones de la Federación, precisa la 
de “vigilar que los medios de comunicación no promue-
van imágenes estereotipadas de mujeres y hombres, y eli-
minen patrones de conducta generadores de violencia” 
(2007: Artículo 41).
Por su parte, la Secretaría de Gobernación tiene como 
mandato “vigilar y promover directrices para que los me-
dios de comunicación favorezcan la erradicación de todos 
los tipos de violencia y se fortalezca la dignidad y el respe-
to hacia las mujeres”, aparte de “sancionar conforme a la 
ley a los medios de comunicación que no cumplan con lo es-
tipulado en la fracción anterior” (2007: Artículo 42).

¿SE COMETEN DELITOS Y VIOLACIÓN DE 

DERECHOS HUMANOS DESDE EL PERIODISMO? 

La anterior es una pregunta habitual entre los y las perio-

distas judiciales conforme avanza la reforma del sistema de 

justicia penal bajo el modelo acusatorio. La revisión de las 
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leyes propuesta en nuestro manual periodístico busca tam-

bién ayudar a responderla de forma integral.

Tratándose de la persona víctima –y lo mismo vale para 

la imputada y los testigos–, el daño ocasionado a su digni-

dad, su vida privada y su imagen pública, y la de su familia, 

por acción u omisión de los y las servidores públicos cons-

tituye violación de derechos humanos. Eventualmente, esto 

tiene efectos administrativos, civiles y penales para la perso-

na responsable y las instituciones implicadas.

En cambio, en el ejercicio de nuestra profesión como perio-

distas y medios informativos estamos obligados a respetar a 

quienes protagonizan los sucesos de violencia y delito, si bien 

no violamos directamente derechos humanos, en tanto que no 

estamos en el servicio público ni en ese caso desempeñamos 

funciones equivalentes.41 Sin embargo, como a cualquier otra 

persona, podía imputársenos un delito si, por ejemplo, bajo 

determinadas circunstancias alteramos deliberadamente el 

lugar de los hechos o material con potencial probatorio, apar-

te de la responsabilidad civil por daño moral.

EL DAÑO MORAL A LAS VÍCTIMAS

Por hacer acopio y publicar información no cometemos delitos 

ni violamos derechos humanos, aunque sí tenemos obligacio-

nes legales respecto de los datos que recibimos y su tratamiento 

público y al ejercer nuestras libertades de expresión y prensa 

podemos tener responsabilidad ulterior: si al publicar esa infor-

mación afectamos el patrimonio moral de una persona, en este 

caso de una víctima, a través de un proceso civil quien juzga 

podría determinar que la dañamos moralmente e imponernos 

la reparación integral del daño.42

41  Según lo establece la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el Artículo 5.
42 En cualquier circunstancia el conflicto se institucionaliza a petición de parte y 
ha de dirimirse en el ámbito judicial civil, no en el penal.
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El Código Civil Federal define que: 

Por daño moral se entiende la afectación que una perso-

na sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, 

honor, reputación, vida privada, configuración y aspecto 

físico, o bien en la consideración que de sí misma tienen 

los demás. Se presumirá que hubo daño moral cuando se 

vulnere o menoscabe ilegítimamente la libertad o la inte-

gridad física o psíquica de las personas.

Cuando un hecho u omisión ilícitos produzcan un daño 

moral, el responsable del mismo tendrá la obligación de 

repararlo mediante una indemnización en dinero, con inde-

pendencia de que se haya causado daño material, tanto en 

responsabilidad contractual como extracontractual. Igual 

obligación de reparar el daño moral tendrá quien incurra en 

responsabilidad objetiva conforme a los Artículos 1913, así 

como el Estado y sus servidores públicos, conforme a los 

Artículos 1927 y 1928, todos ellos del presente Código.

[Además,] Estarán sujetos a la reparación del daño moral 

de acuerdo a lo establecido por este ordenamiento y, por 

lo tanto, las conductas descritas se considerarán como 

hechos ilícitos:

I. 	 El que comunique a una o más personas la imputación 

que se hace a otra persona física o moral, de un he-

cho cierto o falso, determinado o indeterminado, que  

 

pueda causarle deshonra, descrédito, perjuicio, o ex-

ponerlo al desprecio de alguien;

II. 	 El que impute a otro un hecho determinado y califica-

do como delito por la ley, si este hecho es falso, o es 

inocente la persona a quien se imputa;

III. 	 El que presente denuncias o querellas calumniosas, 

entendiéndose por tales aquellas en que su autor im-
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puta un delito a persona determinada, sabiendo que 

ésta es inocente o que aquél no se ha cometido, y

IV. 	 Al que ofenda el honor, ataque la vida privada o la 

imagen propia de una persona (2013: Artículo 1916).

Sin embargo, es interesante considerar esto otro: 

No estará obligado a la reparación del daño moral quien 

ejerza sus derechos de opinión, crítica, expresión e infor-

mación, en los términos y con las limitaciones de los artí-

culos 6o. y 7o. de la Constitución General de la República.

En todo caso, quien demande la reparación del daño mo-

ral por responsabilidad contractual o extracontractual 

deberá acreditar plenamente la ilicitud de la conducta 

del demandado y el daño que directamente le hubiere 

causado tal conducta.

En ningún caso se considerarán ofensas al honor las opi-

niones desfavorables de la crítica literaria, artística, his-

tórica, científica o profesional. Tampoco se considerarán 

ofensivas las opiniones desfavorables realizadas en 

cumplimiento de un deber o ejerciendo un derecho cuan-

do el modo de proceder o la falta de reserva no tenga un 

propósito ofensivo (2013: Artículo 1916 Bis).43

¿CÓMO PERIODISTAS Y MEDIOS

PODEMOS SER IMPUNES? 

Ateniéndonos a la definición de impune en el Diccionario de la 

Lengua Española de la Real Academia Española (“Que queda sin 

castigo”), se puede incurrir en ello respecto a las personas en si-

43  Una ley vanguardista para su época (2006) y que seguramente será modelo 
de nuevos ordenamientos en pro de los derechos de la personalidad –en el pro-
ceso de reforma estructural de la justicia y los derechos humanos– es la escasa-
mente conocida y aplicada Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del 
Derecho a la Vida Privada, el Honor y la propia Imagen en el Distrito Federal.
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tuación de víctimas, particularmente tratándose de niñas y mu-

jeres. Lo anterior, por la falta de sanción ante lo dispuesto por 

las leyes General de Víctimas (Artículo 115), de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia (Artículos 38, 41 y 42), y 

de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (Artículo 80).

Por ejemplo, si al publicar información causamos even-

tualmente daño moral a las personas víctimas del delito o la 

violencia, y por cualquier razón el sistema de justicia no inter-

viene y resuelve, entonces nuestro acto ilícito –de los ámbitos 

administrativo o civil– queda sin sanción.44 Por ello, es funda-

mental conocer y respetar la ley, sobre todo en una profesión 

como la periodística, con profundas implicaciones en el espa-

cio público y la vida de las personas y las comunidades.

La deontología profesional es un instrumento tan vital como 

la brújula para la exploración; ciñéndonos a ella tendremos la 

mayor certeza posible de respetar la ley y a las personas en 

nuestro ejercicio profesional. Además, ésta es un recurso para 

mejorar nuestra menguada reputación pública como perio-

distas judiciales, reducir la posibilidad de acciones legales en 

nuestra contra y evitar ciertas fuentes potenciales de violencia.

Ahora, si estamos dispuestos a llevar más allá la deon-

tología y nos decidimos por abrazar un paradigma de pe-

riodismo cívico, será mucho mejor para nosotros y nuestra 

comunidad. A eso vamos.

44 Para nutrir nuestro acervo sobre este tema y las crecientes implicaciones legales 
que tendrá en nuestro desempeño profesional cotidiano, no podemos dejar de 
consultar la controversial Ley Reglamentaria del Artículo 6o., párrafo primero, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del 
Derecho de Réplica, disponible en: http://goo.gl/wIPwp1. Una pequeña muestra: su 
Artículo 5 precisa que “La crítica periodística será sujeta al derecho de réplica en los 
términos previstos en esta Ley, siempre y cuando esté sustentada en información 
falsa o inexacta cuya divulgación le cause un agravio a la persona que lo solicite, ya 
sea político, económico, en su honor, imagen, reputación o, vida privada”.
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¿CÓMO PERIODISTAS Y MEDIOS PODEMOS 

PRODUCIR VIOLENCIA?

Un argumento habitual del periodismo es que no somos quie-

nes originamos la comisión de los delitos ni producimos la vio-

lencia, sino que sólo “nos limitamos” a “retratarla”, prestando 

así un servicio al público, permitiéndole aproximarse a “la ver-

dad de los hechos”. Sin embargo, la realidad no es tan elemental.

Para despejar la interrogante anterior recurramos some-

ramente a dos conceptos teóricos complementarios: violencia 

simbólica y violencia cultural.

El presupuesto teórico de ambos es que la sociedad capi-

talista tiende a establecer relaciones de poder asimétricas, 

un orden social injusto conformado por personas domina-

das y dominadoras, que se sostiene en la violencia estructural, 

la cual genera violencia directa. Buscando consolidar este or-

den, legitimarse y desacreditar resistencias, los poderes do-

minantes construyen y diseminan a través de los medios de 

comunicación un discurso que pretende normalizarlo, pro-

duciendo un tipo de violencia ideológica intangible.

MEDIOS Y PERIODISTAS
EN LA DEFENSA DE LOS DERECHOS
DE LAS PERSONAS VÍCTIMAS

V
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A esta violencia indirecta –pero muchas veces no menos 

dañina socialmente que la estructural y la directa– Pierre 

Bourdieu la denomina violencia simbólica. Ésta es un sistema 

de valores impuesto por las élites desde los medios de comu-

nicación –en tanto “industrias culturales”, como les llama a 

su vez la Teoría Crítica– para naturalizar ante los dominados 

el orden social inequitativo

La violencia simbólica se consuma cuando las personas o 

grupos que dominan se apropian, interiorizan, reivindican 

y reproducen ese sistema de valores alienante. El sociólogo 

francés acota: “La violencia simbólica es una violencia que se 

ejerce con la complicidad tácita de quienes la padecen y tam-

bién, a menudo, de quienes la practican en la medida en que 

unos y otros no son conscientes de padecerla o de practicar-

la” (Bourdieu, 1997: p. 22).

A su vez, Joan Galtung (2003), dentro de la Teoría del Con-

flicto, define la violencia cultural como aquella de naturaleza 

ideológica que se propone invisibilizar y justificar la violencia 

estructural y criminaliza la violencia directa producida por 

actores sociales afectados por la violencia estructural.

“Generalmente”, anota el filósofo noruego, “se puede identi-

ficar un flujo causal de la violencia cultural a la violencia direc-

ta pasando por la violencia estructural. La cultural sermonea, 

enseña, amonesta, incita y nos embota para que aceptemos 

la explotación y/o la represión como algo normal y natural, o 

para que no las veamos en absoluto” (Galtung, 2003: p. 13).

La exhibición mediática de personas, incluidos los tribuna-
les paralelos –a partir de conferencias, boletines o entre-
vistas de prensa, o filtraciones–, igual que la denigración 
de las personas imputadas o víctimas de delito, y la crimi-
nalización de colectivos o movimientos sociales a través 
del periodismo y los medios industriales de noticias, son 
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las expresiones más burdas de la violencia simbólica y la 
violencia cultural.
Habitualmente dicha violencia se ensaña con personas víc-
timas en situación de vulnerabilidad, como niñas y mujeres 
que padecieron violencia doméstica, sexual o feminicida, o 
de abuso de poder –según constatamos ya en los ejemplos 
periodísticos anteriores.

REFERENTES ÉTICOS INTERNACIONALES

En el Apartado II expusimos que la deontología profesio-

nal abarca aspectos relacionados lo mismo con el respeto a la 

dignidad y la honra pública de las personas protagonistas de 

los hechos noticiables, que con nuestra función social.

Para constatar la tendencia global en la materia y percibir 

mejor el evidente diálogo entre legalidad y ética periodística, 

vayamos a dos de los más importantes códigos deontológicos 

supranacionales.

El Código Internacional de Ética Periodística de la Unesco45 

establece, por una parte, el derecho del público “a una infor-

mación verídica” (1983: Principio 1) y, por la otra, la “Adhesión 

del periodista a la realidad objetiva”, considerando su “tarea 

primordial […] la de servir el derecho a una información verí-

dica y auténtica por la adhesión honesta a la realidad objetiva, 

situando conscientemente los hechos en su contexto adecua-

do” (1983: Principio 2).

Enseguida nos confiere una –estimulante– responsabili-

dad social, en virtud de que:

[...] la información se comprende como un bien social, y no 

como un simple producto. Esto significa que el periodis-

ta comparte la responsabilidad de la información trans-

mitida. El periodista es, por tanto, responsable no sólo 

45 Disponible en: https://goo.gl/6IJ2Fv.
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frente a los que dominan los medios de comunicación, 

sino, en último énfasis, frente al gran público, tomando 

en cuenta la diversidad de los intereses sociales (1983: 

Principio 3). 

Nuestro desempeño profesional, agrega, nos impone 

mantener “un alto nivel de integridad. Esto incluye el dere-

cho del periodista a abstenerse de trabajar en contra de sus 

convicciones” (1983: Principio 5). Igualmente, nos exige:

[el] respeto del derecho de las personas a la vida pri-

vada y a la dignidad humana, en conformidad con las 

disposiciones del derecho internacional y nacional que 

conciernen a la protección de los derechos y a la repu-

tación del otro, así como las leyes sobre la difamación, 

la calumnia, la injuria y la insinuación maliciosa, hacen 

parte integrante de las normas profesionales del perio-

dista (1983: Principio 6). 

Finalmente, estipula el respeto a la “comunidad nacio-

nal” y las “instituciones democráticas” (1983: Principio 7); 

que “el verdadero periodista defiende los valores universales 

del humanismo, en particular la paz, la democracia, los dere-

chos del hombre, el progreso social y la liberación nacional” 

(1983, Principio 8); y que “el compromiso ético por los valo-

res universales del humanismo previene al periodista contra 

[…] formas de violencia, de odio o de discriminación, espe-

cialmente el racismo” (1983). 

¡Qué fuerte!

Pero todavía más completo y contundente es el Código 

Deontológico Europeo de la Profesión Periodística (Consejo de 

Europa, 1993), del cual citaremos sólo ciertos puntos referentes 

a los derechos de la personalidad y el debido proceso penal.
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“En el ejercicio del periodismo”, indica, “las informacio-

nes y opiniones deben respetar la presunción de inocencia 

principalmente en los temas que permanecen sub judice, ex-

cluyendo establecer juicios paralelos” (Consejo de Europa, 

1993: Principio 22).

Aparte:

[...] se respetará el derecho de las personas a su propia 

vida íntima. Las personas que tienen funciones en la vida 

pública tienen el derecho a la protección de su vida priva-

da, salvo en los casos en que ello pueda tener incidencias 

sobre la vida pública. El hecho de que una persona ocupe 

un puesto en la función pública, no le priva del derecho 

al respeto de su vida privada (Consejo de Europa, 1993: 

Principio 23).

Y “en el ejercicio del periodismo el fin no justifica los medios 

por lo que la información deberá ser obtenida a través de me-

dios legales y éticos” (Consejo de Europa, 1993: Principio 25).

Por último:

En la sociedad se dan a veces situaciones de tensión y de 

conflictos nacidos bajo la presión de factores como el te-

rrorismo, la discriminación de las minorías, la xenofobia o 

la guerra. En estas circunstancias los medios de comuni-

cación tienen la obligación moral de defender los valores 

de la democracia, el respeto a la dignidad humana, la so-

lución de los problemas a través de métodos pacíficos y 

de tolerancia, y en consecuencia oponerse a la violencia 

y al lenguaje del odio y del enfrentamiento, rechazando 

toda discriminación por razón de cultura, sexo o religión 

(Consejo de Europa, 1993: Principio 33). 
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[…] Teniendo en cuenta la especial influencia de los me-

dios de comunicación fundamentalmente la televisión y 

la sensibilidad de los niños y los jóvenes, se evitará la di-

fusión de programas, mensajes o imágenes relativas a la 

exaltación de la violencia, el sexo y el consumo y el em-

pleo de un lenguaje deliberadamente inadecuado (Con-

sejo de Europa, 1993: Principio 35).

TENDENCIAS DE PERIODISMO CÍVICO

De forma paralela a ese gran desarrollo deontológico, durante 

los últimos 70 años el periodismo público o cívico –como lo deno-

minaremos genéricamente– ha producido diversas escuelas 

que proponen una filosofía, una metodología y una praxis pe-

riodística cuya razón de ser son las personas, sus comunida-

des y sus derechos. Destacan entre ellas el nuevo periodismo 

y el periodismo cívico, para la paz, de investigación, de preci-

sión, ciudadano, de proximidad, el preventivo, el social, el sen-

sible al conflicto, el hiperlocal y el de soluciones.46

Hay múltiples razones que nos motivan a apropiarnos de 

algunas de estas corrientes democráticas de ejercicio perio-

dístico, pues nos brindan un marco de referencia deontológi-

co y nos permiten desarrollar como periodistas un profundo 

sentido de comunidad. Además, nos dotan de metodologías 

y herramientas para el periodismo socialmente responsable. 

Y, más que nada, propician nuestra resignificación profesio-

nal, al proponernos una visión y una misión sociales –algo 

significativo si trabajamos en medios noticiosos industria-

les, donde nos exponemos especialmente a producir maquila 

noticiosa, casi siempre con tan escasa utilidad social y nula 

consideración hacia la dignidad humana.

¿Qué esperamos? Poseemos ya lo básico para actuar.

46  Si deseas conocer las características de estas corrientes, así como su potencial en 
favor del bien común y los derechos de las personas, consulta Lara Klahr (2015).
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LA NECESARIA EMPATÍA CON LAS PERSONAS 

VÍCTIMAS

El periodismo recurre a ciertos clichés que denotan princi-

palmente nuestro desapego emocional como periodistas ha-

cia las personas en situación de víctimas. Un ejemplo de ello 

es el cliché más socorrido: “el hoy occiso”, para aludir a una 

persona víctima de homicidio.

Conocer y apropiarnos de las culturas de legalidad y de-

rechos humanos, respetar la ley y a las personas, ceñirnos 

a la deontología profesional del periodismo y suscribir una 

corriente de periodismo cívico pueden propiciar que florezca 

desde nuestro interior un indispensable sentido de empatía 

hacia las personas cuando se hallan en situación de víctimas.

Muy pronto esto nos llevará a protegerlas –dentro de las res-

ponsabilidades de nuestro ejercicio profesional– en términos 

de sus derechos y generar una predisposición social positiva de 

respeto hacia ellas, al margen de su estatus ante la ley penal.

Al llegar a este punto, tras el veloz recorrido sobre los de-

rechos humanos de las personas víctimas con perspectiva de 

género, en el contexto de las narrativas y enfoques mediáti-

cos, proponemos un conjunto de pautas para un periodismo 

congruente con el interés público.

Toda industria depende estratégicamente de ingenierías 

de procesos. La industria de las noticias los tiene, claro, pero 

no propiamente para fijar estándares básicos de calidad de 

la información que publica. En este ámbito, la mayoría de los 

medios mexicanos más grandes o influyentes a lo más que 

llega es a códigos de ética, casi siempre ignorados por sus au-

diencias y hasta por su planta editorial, no transversalizados 

por la legalidad y los derechos humanos, y semejantes más 

bien a catálogos de buenas intenciones.

En la medida en la que avance la transformación estruc-

tural de la justicia penal y los derechos humanos, las perso-
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nas iremos poco a poco entendiendo su lógica de contrapesos 

y aprovechándola legítimamente para reclamar por la vía ju-

dicial el resarcimiento por actos comunicacionales de poder 

o de empresa que nos causen daño moral.

En lo que a los medios corresponde, dentro de no mucho 

tiempo, aparte o más que buenos y costosos equipos de abo-

gados y abogadas, han de establecer ingenierías de procesos 

editoriales que armonicen todo el espectro de acopio, proce-

samiento y publicación de información con la legislación so-

bre derechos de la personalidad y el debido proceso.47

Mientras esto sucede, o buscando contribuir desde nues-

tro trabajo cotidiano para que así ocurra, proponemos las si-

guientes pautas éticas. No se trata de recetas o imposiciones, 

sino de ideas prácticas y realistas basadas en la legalidad, los 

derechos humanos y la práctica profesional. Además, están 

jerarquizadas para que los periodistas se interesen en ser 

agentes de cambio social en pro de los derechos de las per-

sonas víctimas. Asimismo y sin duda, pueden ser asumidas 

también como un tentador reto profesional.

47 Ahora mismo existen los primeros destellos legales de esto, aunque limita-
dos a los derechos de las audiencias, en la Ley Federal de Telecomunicaciones 
y Radiodifusión: “Los concesionarios de radiodifusión o de televisión o audio 
restringidos deberán expedir Códigos de Ética con el objeto de proteger los 
derechos de las audiencias” (s.f., Artículo 256) y “contar con una defensoría de 
audiencia, que podrá ser del mismo concesionario, conjunta entre varios conce-
sionarios o a través de organismos de representación. El defensor de la audien-
cia será el responsable de recibir, documentar, procesar y dar seguimiento a las 
observaciones, quejas, sugerencias, peticiones o señalamientos de las personas 
que componen la audiencia” (s.f., Artículo 259).
El 21 de diciembre de 2016, el Instituto Federal de Telecomunicaciones emitió 
los Lineamientos Generales sobre la Defensa de las Audiencias –con base en 
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (s.f., Capítulo IV)–, que 
desglosan los derechos de éstas ante los medios de radiodifusión, previendo 
también “su afectación, resarcimiento y sanción”. Imponen “el respeto a los de-
rechos humanos, el interés superior de la niñez y la igualdad de género” en los 
contenidos de dichos medios (s.f., Artículo 5), y tratándose de las “audiencias 
infantiles”, proponen “evitar transmisiones contrarias a los principios de paz, 
no discriminación y de respeto a la dignidad”, así como “evitar contenidos que 
estimulen o hagan apología de la violencia” y “proteger la identidad de las vícti-
mas de delitos sexuales” (s.f., Artículo 8).
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GENERALES

Pauta 1. Derechos humanos

Los derechos humanos son universales (nos protegen a todos 

por igual) e irrenunciables. Su respeto por parte del gobierno 

es obligatorio. Nuestra función es supervisar que sean respe-

tados por las instituciones y las o los servidores públicos, así 

como denunciar públicamente de forma sistemática, precisa, 

oportuna y contextual su violación, recogiendo las voces de 

las personas víctimas. La privación del derecho a la justicia 

por acción u omisión, y la afectación a los derechos a la liber-

tad, la integridad personal y la intimidad, así como la desapa-

rición forzada, la tortura y otros tratos inhumanos, crueles o 

degradantes –entre los que se cuenta la exhibición mediáti-

ca–48 y la “ejecución extrajudicial” constituyen violaciones a 

los derechos humanos y tal cual debemos nombrarlas ante el 

48  El Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhuma-
nos o degradantes, Juan E. Méndez sobre México, afirma que “repetidamente las 
víctimas fueron presentadas ante medios de comunicación, sin que exista sen-
tencia condenatoria, lo que constituye en sí un trato degradante” (Organización 
de las Naciones Unidas, Asamblea General, 2014: Punto 26).

TREINTA PAUTAS
PARA LA COBERTURA PERIODÍSTICA
SOBRE PERSONAS VÍCTIMAS
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público, independientemente de que la persona víctima en-

frente o haya enfrentado un conflicto penal. La facultad so-

bre el uso de la fuerza no justifica su abuso. En el discurso 

mediático hemos de evitar justificarlo o naturalizarlo.

Pauta 2. Supervisión ciudadana del poder público

El abuso de poder, el uso arbitrario de la fuerza, la criminali-

zación de personas o su revictimización, y la corrupción en el 

ejercicio público violan derechos humanos. Nuestra función 

es exponerlos de manera veraz, reflejando y contrastando las 

versiones de las partes implicadas y preponderantemente 

las de las personas víctimas.

Pauta 3. Prevención social de la violencia

y el delito

El mejor servicio que podemos prestar a nuestra comunidad 

mediante el periodismo es contribuir con la prevención social 

de la violencia y el delito. Esto al exponer y dar voz a iniciati-

vas ciudadanas enfocadas en ella y a través de la supervisión 

ciudadana de las políticas públicas en la materia. Lo anterior 

mediante la cobertura noticiosa integral de los conflictos so-

ciales con potencial de derivar en violencia o criminalidad, y 

contribuyendo desde las posibilidades del periodismo con la 

transformación pacífica de los conflictos, incluidos los del ám-

bito penal. En última instancia, así propiciamos que haya me-

nos personas víctimas en nuestra comunidad.

Pauta 4. Violencia y la criminalidad

Informar sobre la criminalidad y la violencia es parte toral de 

nuestra función, evitando enfoques o mensajes que constituyan 

apología de la violencia, el delito o de quienes los perpetran.
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Pauta 5. El periodismo como factor de violencia

La obligación de respetar la legalidad y los derechos incluye 

a quienes estamos dedicados al periodismo. También la de 

aportar a la paz social: al hacer visible la violencia, evitemos 

ser correas de violencia simbólica e inducir o ser parte de es-

pirales de violencia contra personas o comunidades. En un 

contexto social pacífico las personas tenemos menos riesgo 

de convertirnos en víctimas.

Pauta 6. Personas víctimas

Al cubrir y reportar noticiosamente el conflicto, la violencia 

o el delito, estamos obligados a identificar quiénes son y dón- 

de están las víctimas; en qué condiciones se hallan; su grado de 

vulnerabilidad y si el gobierno está brindándoles protección, 

asesoría y acceso a la justicia; su posición explícita frente a los 

hechos y los costos que éstos están produciéndoles en térmi-

nos de salud (morbimortalidad) y economía. Visibilizar de 

manera prioritaria a las víctimas, su versión y sus condicio-

nes es nuestra más alta y digna responsabilidad social. En 

cualquier caso, hemos de señalar al público que se trata de víc-

timas, sobre todo si son niñas y mujeres que padecieron vio-

lencia familiar, sexual o feminicida, explotación, violación de 

derechos humanos o victimización secundaria.

Pauta 7. Personas o colectivos

en situación de exclusión social

Mientras más vulnerables o excluidas socialmente estén una 

persona o una colectividad, mayor atención nos exigen –en 

tanto víctimas de violencia estructural. Las víctimas direc-

tas o indirectas de la violencia y el delito, en particular si son 

niñas, niños y mujeres; las personas adultas mayores, con 

discapacidad, indígenas o migrantes; miembros de la comu-

nidad LGTTIB y personas privadas de libertad en prisión 
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deben ocupar nuestra mayor atención, tanto para hacer vi-

sible su situación humanitaria y audible su voz, como para 

evitar su victimización o revictimización mediática, inde-

pendientemente de su estatus ante la ley penal.

Pauta 8. Violencia estructural

A diferencia de la violencia directa, la estructural y la cul-

tural suelen ser invisibles y suceden lo mismo en el ámbi-

to doméstico, que en la escuela, los sitios de esparcimiento 

y diversión, las dependencias gubernamentales –incluidas 

las del sistema de justicia penal–, los hospitales, los centros 

laborales, las prisiones y el transporte público. Al identifi-

carlas y darlas a conocer podemos contribuir a prevenirlas, 

reducirlas o evitar que continúen, así como a que las perso-

nas responsables no queden impunes.

Pauta 9. El conflicto con mayor potencial

violento

Todo conflicto tiene un cierto potencial de violencia, pero los 

que virtualmente desembocan en ella son los producidos por 

la afectación o amenaza sobre derechos o necesidades bási-

cas. Esto nos impone enfocarnos en identificar e informar de 

los problemas estructurales que podrían derivar en nuevos 

conflictos o violencia, así como aquellos donde la violencia 

sea más latente o inminente, y las personas o grupos más ex-

puestos a convertirse en víctimas.

Pauta 10. La reacción reivindicativa, agresiva

o violenta a la violación de derechos

Los conflictos y las violencias sociales producidas en reac-

ción a violaciones de derechos humanos o actos crimina-

les son otro aspecto que exige nuestra atención persistente. 

Contribuyamos a prevenir la violencia, al informar sobre los 
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riesgos que producen actos sistemáticos de abuso de poder, 

uso arbitrario de la fuerza, criminalización de personas o su 

revictimización y la corrupción.

Pauta 11. La mirada contextual sobre

la violencia y la criminalidad

La violencia y el delito no son una competencia donde al-

guien deba o “merezca” perder o ganar, ni mucho menos ser 

“eliminado”. Ese enfoque noticioso competitivo propio de las 

justas deportivas será sustituido por otro que sitúe los he-

chos en su debido contexto, muestre la situación y recoja en-

fáticamente las versiones de las personas víctimas.

Pauta 12. La proactividad del público

Los enfoques maniqueos sobre las víctimas de la violencia o 

el delito no informan, sólo reducen la complejidad de los he-

chos, diseminan moralina y ayudan a la polarización social. 

Cual sea el género y el formato periodístico utilizados, nues-

tra meta es favorecer el entendimiento del conflicto penal por 

parte del público, motivando que se interese por el mejora-

miento del sistema de justicia penal.

Pauta 13. Experiencias resilientes

Las historias periodísticas sobre personas víctimas no siem-

pre tienen que ser dramáticas o dramatizadas. La resilien-

cia personal o comunitaria es un asunto de interés y utilidad 

públicos, por lo cual nos corresponde atenderla, no sólo por 

el propio interés de las víctimas de la violencia y el delito, 

sino porque constituyen una lección y una guía de aprendi-

zaje para los demás. Los recursos de todo tipo desarrollados 

por personas o colectividades para sobreponerse al dolor y 

al daño que les fue infligido ofrecen una abundante materia 

periodística y humana.
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Pauta 14. Políticas y servicios públicos

de atención a víctimas

A nuestra profesión le corresponde parte de la fiscalización 

ciudadana de las políticas y servicios públicos, ya sea me-

diante el periodismo de investigación y de datos, o dando 

espacio directamente a iniciativas de la sociedad civil orga-

nizada especializadas en esta materia. De igual forma hemos 

de darle un carácter orientativo, aportando información cla-

ve para quienes son víctimas o para que, ante la eventuali-

dad de convertirse en víctimas, todas las personas conozcan 

sus derechos, y las políticas y servicios que las instituciones 

del Estado deben brindarles en tal condición.

ESPECÍFICAS

Pauta 15. Dignidad humana

Nuestro más alto compromiso profesional es con el respe-

to, protección y fomento del derecho a la dignidad humana, 

particularmente tratándose de personas víctimas de la vio-

lencia y el delito, que además pertenezcan a grupos sociales 

vulnerables. Hemos de evitar especialmente las informacio-

nes que atenten contra la vida privada, la honra, la imagen y 

la memoria histórica de las personas, por constituir un daño 

muchas veces irreparable a su dignidad.

Pauta 16. Violencia simbólica

Evitemos producir violencia simbólica, sobre todo hacia las 

víctimas. Esta violencia invisibiliza, normaliza o legitima 

violaciones de derechos humanos y delitos, y contribuye a 

polarizar a la sociedad.

Pauta 17. Incitación al odio, el delito

o la violencia

Evitemos toda incitación al odio, la violencia o el delito, espe-
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cialmente hacia personas víctimas. Liberarnos de prejuicios 

hacia determinados tipos de personas o grupos sociales pue-

de ayudarnos a conseguirlo.

Pauta 18. Derechos de la personalidad

y el debido proceso

Bajo ninguna circunstancia hemos de legitimar, justificar o 

participar en acciones institucionales que dañen los dere-

chos de la personalidad (como los de la dignidad humana, la 

intimidad, la igualdad, la no discriminación, la integridad), 

además del derecho a no ser sometido a tratos inhumanos, 

crueles o degradantes; el respeto a la propia imagen, a la pro-

tección de identidad y de datos personales, así como la igual-

dad entre hombres y mujeres. Asimismo, debemos respetar 

el debido proceso penal (incluidos los de acceso a la justicia, 

derecho a un juicio justo, igualdad ante los tribunales y la ley, 

presunción de inocencia, libertad y la defensa, la no tortura y 

la justicia con perspectiva de género), y aquellos enfocados a la 

protección, la asesoría jurídica, la verdad y el resarcimiento 

que tienen las personas en su condición de víctimas.

Pauta 19. El lugar de los hechos y acceso

a las víctimas

En el lugar donde ocurrieron los hechos constitutivos de deli-

to, verifiquemos si la policía u otras instituciones competentes 

acudieron de manera oportuna; actuaron con diligencia, respe-

tando, protegiendo y atendiendo estrictamente a las personas 

implicadas, y se ciñeron a los protocolos para su aislamiento y 

protección. Un mal manejo del lugar de los hechos es asunto de 

interés público y nuestra audiencia tiene el derecho a saberlo. 

Por lo contrario, no es lícito desde el punto de vista ético apro-

vechar la ausencia de la autoridad competente para poner en 

riesgo o alterar el lugar de los hechos, o acceder a las personas 
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implicadas, mucho menos si es para obtener sus datos o regis-

trar su voz o imagen contra su consentimiento. Tampoco es éti-

co sustraer o dañar de forma deliberada material con potencial 

probatorio. No olvidemos que la adecuada preservación de la 

escena es determinante para que la víctima y su familia tengan 

derecho real a la justicia, y la sociedad conozca la verdad.

Pauta 20. El crimen organizado como fuente

Hemos de evitar poner al servicio de organizaciones o accio-

nes criminales la agenda o el espacio noticioso, ya sea de for-

ma voluntaria o involuntaria. La motivación de este tipo de 

fuente suele relacionarse con enviar, por medio nuestro, men-

sajes a determinados grupos adversarios o personal del ser-

vicio público, intimidar a la comunidad o producir alarma o 

pánico colectivos. No seamos su instrumento, sobre todo si 

ello implica la exhibición mediática de personas víctimas.

Pauta 21. Colusión con servidores y servidoras 

públicas

Evitemos los conflictos de interés respecto de las fuentes de 

información, en especial si como resultado de la relación ofi-

cial periodista-funcionario público se produce un daño al 

patrimonio moral de las personas implicadas en el conflicto 

penal. Es decir, no son éticos los intercambios oficiales y ex-

traoficiales de información entre periodistas y funcionarios 

o funcionarias de cualquier nivel que atenten contra los dere-

chos de las personas víctimas o imputadas de delito. Nuestra 

independencia profesional es de enorme relevancia cuando 

están en juego los derechos humanos de las personas.

Pauta 22. Cobertura del conflicto penal

Es prioritaria la cobertura noticiosa integral, oportuna y per-

sistente del sistema de justicia penal acusatorio y la calidad de 
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los servicios que presta, habida cuenta de que las personas víc-

timas e imputadas de delito y sus familias se hallan especial-

mente vulnerables. Ningún acto de intervención, detención, 

investigación, judicialización, enjuiciamiento o privación de 

la libertad por parte de las instituciones y sus servidoras o ser-

vidores públicos justifica el uso arbitrario de la fuerza, la de-

tención arbitraria y la privación de libertad, el abuso de poder, 

la tortura y otros tratos inhumanos, crueles o degradantes, la 

corrupción, la exhibición mediática, la presión para incrimi-

nar a personas ni la “ejecución extrajudicial”. En este sentido, 

hemos de enfocarnos en la calidad de la actuación policial y 

el funcionamiento del sistema de justicia penal y quienes ac-

túan en él –a través del transcurrir procesal–, lo mismo que 

en la seguridad e integridad de las personas víctimas e impu-

tadas, la presunción de inocencia de estas últimas, y la pro-

tección, asistencia y atención efectivas a las víctimas desde el 

principio hasta el final del procedimiento. Si el Estado está ga-

rantizándoles o no su derecho a la justicia restaurativa es mo-

tivo obligado de nuestro interés periodístico, lo mismo que si 

la justicia se provee con perspectivas de género e inclusiva.

Pauta 23. Discriminación, criminalización y 

exhibición mediática

Es inaceptable toda forma de criminalización, demonización, 

cosificación o discriminación de las personas imputadas o 

víctimas del delito. Es injustificable la exhibición mediática 

de personas víctimas o imputadas de delito, incluidos los de-

nominados tribunales paralelos. Estas prácticas instituciona-

les son ilegales y los servidores o servidoras públicas que las 

propician cometen faltas administrativas y civiles, diversos 

delitos y violaciones de derechos humanos. Por ello hemos 

de hacerlas visibles con toda precisión y veracidad. Por últi-

mo, la utilización de apodos y otras expresiones descalifica-
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torias, así como la alusión a datos íntimos o defectos físicos 

reales o supuestos implica discriminar y someter a las per-

sonas a tratos inhumanos, crueles o degradantes. Debemos 

evitar esto y denunciar a las instituciones o funcionarios y 

funcionarias que los inducen. Tengamos presente que la cri-

minalización de una persona inocente no sólo la afecta a ella, 

sino también a la persona víctima y a la sociedad, pues se les 

niega el derecho a conocer la verdad penal.

Pauta 24. Datos personales e intimidad

No es permisible la publicación, contra la voluntad o sin el 

consentimiento expreso, del nombre, la dirección, las califica-

ciones escolares y otros datos protegidos por la ley de las per-

sonas que protagonizan el conflicto penal. Al mismo tiempo, 

el género, la preferencia sexual, las patologías, los hábitos de 

consumo de sustancias prohibidas, el consumo de medica-

mentos por prescripción médica y el credo, entre otros, per-

tenecen a la intimidad de las personas, por lo cual pertenecen 

a su ámbito privado y no son de interés público. El respeto a 

los datos personales y la intimidad de las personas es una de 

nuestras principales obligaciones profesionales.

Pauta 25. Víctimas mortales y feminicidio

Las personas víctimas directas o indirectas, en especial aque-

llas que murieron violentamente, no pueden reivindicar sus 

derechos, de manera que publicar informaciones de cualquier 

tipo que atenten contra su dignidad, su memoria histórica y 

otros derechos implica someterlas de forma artera a tratos in-

humanos, crueles o degradantes desde el espacio mediático. 

Esta es una práctica a todas luces inaceptable de las institu-

ciones y los medios noticiosos, de la cual hemos de evitar ser 

parte. Otra de nuestras mayores obligaciones éticas y ciuda-

danas es respetar sin restricciones a las personas víctimas, 
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ante todo si son mortales. Tratándose del asesinato de una 

mujer estamos obligados a advertir al público que se trata de 

un feminicidio.

Pauta 26. Secuelas de la violencia y el delito

Si bien las víctimas mortales son las que producen mayor 

impacto en la vida de las personas, las familias y las comu-

nidades, las víctimas que sufren morbilidad, que quedan 

incapacitadas o resultan con secuelas físicas, emocionales, 

sociales o económicas permanentes, son las que exigen nues-

tra mayor atención. Lo más importante en este caso es hacer 

el seguimiento periodístico permanente de la calidad de la 

atención que las instituciones del Estado les brindan por ley.

Pauta 27. Periodismo narrativo

Que prácticas denigratorias de las personas tengan carta de 

naturalización al seno de nuestro gremio y de las redaccio-

nes, y sean un componente implícito de las políticas edito-

riales, no justifica que las ejerzamos, mucho menos bajo una 

justificación pretendidamente literaria. En periodismo, la 

prosa literaria no es una licencia para eludir el respeto a 

la ley y los derechos humanos, ni la responsabilidad de evi-

tar la apología de la violencia, el delito y la violación de tales 

derechos, como tampoco los crímenes de odio.

Pauta 28. El juicio mediático y la estridencia

Ni siquiera en casos de personas denunciadas, investigadas, 

procesadas o condenadas por delitos que nos parezcan “atro-

ces” son válidas desde el punto de vista ético las prácticas 

periodísticas atentatorias de su dignidad, su presunción de 

inocencia y otros derechos. Aparte de las implicaciones lega-

les y éticas de esto, criminalizar y denostar a personas vícti-

mas o imputadas desde el espacio mediático nos desacredita 
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públicamente. La fuerza del periodismo está en su veracidad 

informativa, no en la estridencia. La credibilidad y confianza 

sociales son nuestro mayor capital profesional.

Pauta 29. Información y opinión

Es frecuente un periodismo que denuesta a protagonistas 

de hechos de interés público, con profusión de acusaciones 

no sustentadas de manera suficiente, descalificaciones y co-

loquialismos denigratorios, además que de forma abierta se 

hace apología o incitación al odio o la violencia en su contra. 

Puesto que nuestra tarea es informar, en estos casos resulta 

injustificable la opinión. En todo caso, si de todas formas ésta 

se emite, resulta ético distinguirla de la información y clarifi-

car que se trata de un punto de vista personal.

Pauta 30. “Trascendidos” y rumores

Aunque están en boga nuevas prácticas periodísticas que no 

se ciñen a las reglas éticas del periodismo (la verificación y 

la contrastación, entre ellas), como los “trascendidos” y las 

“viñetas” narrativas, abstengámonos de diseminar rumores 

o versiones no suficientemente fundadas. Al hacerlo pode-

mos producir desinformación y hasta pánico social, o ayu-

dar a distraer la atención sobre hechos reales de violencia o 

delito. Esto puede llevarnos también a criminalizar a perso-

nas víctimas.



109MANUAL DE NUEVO PERIODISMO JUDICIAL,  con enfoque garantista

En México, de 2000 a 2016 han sido asesinados al-

rededor de 100 periodistas (“Periodistas asesinados 

en México”, 2016), mientras que más de 20 han su-

frido desaparición o desaparición forzada (“México, el país 

con más periodistas desaparecidos; 23 casos en doce años”, 

2016). Hasta agosto de 2016, asesinaban a algún periodista 

en promedio cada 26 días (Altamirano, 2016). Lo anterior, 

sin contar los cientos de casos denunciados cada año a resul-

tas de todo tipo de amenazas y agresiones.

La razón que nos motiva a dedicar estas líneas finales de 

¡Protejamos a las víctimas! Manual de nuevo periodismo judicial 

(con enfoque garantista) a una breve reflexión acerca de perio-

distas en situación de víctimas de la violencia es la manera 

como estos hechos suelen ser informados por la industria 

misma para la que nuestras compañeras y nuestros compa-

ñeros trabajan o trabajaban, a través de información proce-

sada, paradójicamente, por muchos de nosotros y nosotras. 

Dicha manera implicó, en varios casos, la revictimización de 

nuestras compañeras y compañeros, perpetrada tanto por 

REFLEXIÓN FINAL:
PERIODISTAS COMO VÍCTIMAS
DE LA VIOLENCIA Y EL DELITO

VI
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las instituciones de procuración de justicia que filtraron in-

formación a cuyo resguardo estaban obligadas legalmente, 

como de los medios noticioso y el periodismo de nota roja, se-

gún documentamos en el Apartado II a propósito del cruen-

to asesinato del fotorreportero Rubén Espinosa, quien fue 

sometido a la exhibición y el tribunal mediáticos.

Otros dos casos recientes fueron los asesinatos del repor-

tero Marcos Hernández Bautista, ocurrido en Oaxaca en ene-

ro de 2016, y el de la reportera Anabel Flores Salazar acaecido 

en febrero del mismo año. Los cuerpos –el de ella semidesnu-

do y maniatado– fueron sometidos a exhibición de forma me-

diática según los clichés de la nota roja y el infoentretenimiento, 

produciendo un daño irreparable a su dignidad y su memo-

ria, con lo cual los revictimizaron a ellos y sus familias.49

Así, esta situación difícilmente cambiará mientras: 

•	 No existan en los medios noticiosos mexicanos están-

dares de procesos editoriales que sean aplicados ri-

gurosamente en la sala de redacción, y conocidos y 

exigidos por el público, en tanto mecanismos éticos 

autorregulatorios. 

•	 Continúen articulándose prácticas institucionales y 

periodísticas ilegales, que atentan contra los derechos 

humanos de las personas en situación de víctimas.

•	 Estas prácticas no sean sancionadas legalmente según 

corresponda.

•	 El público no actúe al respecto.

¡Por ahora los incentivos políticos y comerciales para la 

exhibición mediática de personas son muchos y poderosos, 

y están muy arraigados!

49  Puede constatarse este manejo mediático a través de fotografías dañinas para 
los derechos humanos de las personas víctimas en Aristegui Noticias (disponi-
ble en: https://goo.gl/AKH5c9) y proceso.com.mx (disponible en: https://goo.gl/
NDBMXH).
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Pero quizá, mientras esto cambia, mediante la acción ciu-

dadana organizada y según avance la reforma estructural de 

justicia y derechos humanos, podemos comenzar entendien-

do el problema, asumiendo la parte de la responsabilidad que 

nos toca como periodistas y modificando prácticas funciona-

les a tal estado de cosas.

Tenemos aquí un dilema ético y la intención de nuestro 
manual de periodismo es animarnos a asumirlo. Si esto 
no basta, respondernos estas preguntas básicas quizá lo 
consiga: 
•	 Si alguien es atacado en represalia por el trabajo pe-

riodístico, como Rubén, Marcos y Anabel, ¿nos conver-
tiremos en materia prima de la maquiladora industrial 
de noticias? 

•	 ¿Debemos asumir esto como un riesgo más inherente 
al ejercicio periodístico, en este caso originado por las 
empresas o la industria para la cual trabajamos? ¿Lo 
advertimos ya a quienes nos esperan en casa?
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